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L INTRODUCCIÓN 1 
El principio de laicidad viene siendo objeto de constantes 
alusiones por parte de la doctrina actual, y parece evidente que no 
impera un concepto claro y unívoco de lo que con tal término se 
quiere significar; resulta muy difícil encontrar una coincidencia de 
formulaciones, incluso entre los que parten de criterios doctrinales 
homogéneos. Se identifica la laicidad con muchos otros conceptos, 
lo que determina que sus acepciones sean casi tan variadas como el 
1. Agradezco a la Profesora García-Hervás la inestimable ayuda que me ha prestado en 
la realización de este trabajo, sin la cual no habría llegado a buen término. 
IUS CANONICUM, XXXVI, N. n, 1996, págs. 539-594 
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contexto en que se utiliza. Además, hay que tener en cuenta las 
distintas connotaciones que implica según los diferentes sistemas 
políticos, 10 que hace todavía más difícil precisar el concreto signifi, 
cado y alcance jurídico de este principio. Esta es, sin embargo, una 
tarea prioritaria; las consecuencias que se derivan de la laicidad del 
Estado, en ámbitos tan importantes como el matrimonio, la enseñan' 
za, la cooperación con las confesiones religiosas, etc., exigen que se 
conozca con certeza 10 que se quiere expresar con este concepto, ya 
que, como es lógico, tales consecuencias variarán notablemente en 
función de 10 que se entienda por «laicidad». 
Uno de los ámbitos en los que este intento de precisión se 
presenta como ineludible es la Constitución de 1978, fuente supre' 
ma del ordenamiento jurídico español. En efecto, el texto constitu, 
cional vigente no utiliza el término «laicidad», ni permite deducir 
con claridad su significado, o si se quiere configurar realmente un 
Estado laico. Pero, además, tampoco existe en esta materia lo que 
pudiera considerarse una legislación de desarrollo. Estas dificultades 
hacen insoslayable -por su importancia- el estudio de los debates 
parlamentarios de las Cortes Constituyentes, sobre todo del artículo 
16,3, donde se contienen los principios que han de inspirar la actua, 
ción del Estado en relación con el factor religioso. Y ello porque, si 
los antecedentes han de tenerse siempre en cuenta en la interpreta' 
ción de las normas jurídicas, como señala expresamente el Código 
Civil, en el arto 3,1, mucho más interés revisten en aquellos precep' 
tos cuyo sentido es oscuro o incierto. Se evitará, así, extraer conclu, 
siones inexactas en su aplicación, que podrían dar lugar a soluciones 
contrarias a las realmente queridas por el legislador 2. 
11. BREVE REFERENCIA HISTÓRICA 
El proceso constituyente que se lmcla con las elecciones a 
Cortes Generales el 15,VI,1977, estuvo caracterizado por una volun, 
2. Con el fin de no apartarnos de nuestro objeto, hemos omitido las referencias a la ya 
amplia doctrina científica que, desde el punto de vista teórico, se ha ocupado por extenso 
del principio de laicidad, sin perjuicio de aquellas citas obligadas para centrar o ampliar 
alguna cuestión general. 
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tad de ruptura respecto del régimen precedente 3, y, en cierto modo, 
de continuación del tracto constitucional interrumpido por el régi, 
men franquista, tras un siglo de historia constitucional. Se pretendía, 
por tanto, de forma prioritaria, elaborar una Constitución que se 
asentara sobre nuevos principios, los cuales debían recoger tanto la 
evolución de la sociedad como los importantes avances doctrinales, 
y los nuevos modelos que proponía el Derecho Comparado. 
No pueden, sin embargo, olvidarse los antecedentes más rele, 
vantes en relación con la llamada «cuestión religiosa», ya que estuvo 
presente en los debates parlamentarios desde los mismos comienzos 
del constitucionalismo moderno. No obstante, su tratamiento en los 
debates ha variado sustancialmente, no sólo en la forma sino tam, 
bién en cuanto a su contenido, alcance y significación. Al problema 
de la tolerancia o no de cultos distintos del católico, que dominó las 
Constituciones del siglo XIX, sucedió el tema de la separación Igle, 
sia,Estado en la Constitución de 1931, y, finalmente, la cuestión 
religiosa adquiere un sentido mucho más amplio en la de 1978. A la 
vez, la trascendencia que iban a tener en cada época los preceptos 
constitucionales en que se abordaban estos temas, también era dis, 
tinta. Puede decirse que, aunque lo religioso empieza a ser conflicti, 
va en las Cortes Constituyentes de 1869, no adquiere visos de 
«cuestión» hasta 1931, cuando se entendía que el destino de España 
iba a depender en buena medida de la postura que se adoptara 
respecto de este problema. 
A. Las Constituciones del siglo XIX 4 
Poco o nada significa en la historia constitucional española el 
Estatuto de Bayona, pero, a título de primer antecedente, puede 
3. No es cuestión pacífica si en la transición política hubo realmente una ruptura o se 
trató de un proceso de continuismo reformista. De la muy amplia bibiliografía sobre esta 
cuestión, pueden verse entre otros, LUCAS VERDÚ, P. La octava Ley Fundamental. Critica 
juridico-política de la reforma Suárez, Madrid, 1976; DE ESTEBAN, J., Por la senda constitucional, 
Madrid, 1987; MORaDO, R., La transición política, Madrid, 1984; HERNÁNDEZ-GIL, A., El 
cambio político español y la Constitución, Madrid, 1982. 
4. Vid. a este respecto, por todos Fernández SEGADO, F., El sistema constitucional español, 
Madrid, 1992, cap. 1. No se menciona el Estatuto Real de 1834 porque no fue un auténtico 
542 CARMEN GARCIMARTÍN MONTERO 
citarse el artículo único de su título 1, que dice: «La religión Católica, 
apostólica y romana, en España y en todas las posesiones españolas, será 
la religión del Rey y de la Nación,y no se permitirá ninguna otra». 
Destaca ]iménez Asensio de este artículo el carácter «exacerbada~ 
mente confesional» que se atribuye al Estado 5, tanto por las expre~ 
siones utilizadas como por el hecho de que este precepto se halle en 
el frontispicio del texto constitucional. 
La Constitución de Cádiz marca propiamente el inicio de la 
época constitucional. A pesar del espíritu liberal que la inspiraba, el 
tratamiento de la cuestión religiosa estaba todavía lejos de las fómu~ 
las adoptadas en otros países europeos, donde el liberalismo ya había 
arraigado. Así, establece el artículo 12 que «La Religión de la Nación 
española es y será perpetuamente la Católica, Apostólica, Romana, única 
verdadera. La nación la protege por leyes sabias y justas y prohíbe el 
ejercicio de cualquier otra». Sin duda, el hecho de que la Cámara 
estuviera compuesta por casi un tercio de clérigos 6 influyó de mane~ 
ra decisiva, tanto en el curso de los debates como en el tenor literal 
del artículo 12. Se trata, evidentemente, de una fórmula de compro~ 
miso. Las aspiraciones de los liberales de las Cortes de Cádiz encon~ 
traron una cortapisa a sus pretensiones en el estamento eclesiástico, 
y optaron por una solución transaccional que suponía la pervivencia 
de la intolerancia religiosa que ya se recogía en el Estatuto de 
Bayona 7. 
Las guerras carlistas y un clima anticlerical, si no hostil a la 
Iglesia Católica, son el contexto en que se elabora la siguiente 
Constitución, de 1837, de carácter más liberal que la precedente. El 
texto constitucional; tampoco llegó a estar vigente el proyecto de Constitución Federal de 
la 1 República Española, aunque como antecedente pueden citarse los artículos siguientes, 
realmente innovadores: «El ejercicio de todos los cultos es libre en España» (art. 34); «Queda 
separada la Iglesia del Estado» (art. 35); «Queda prohibido a la Nación o al Estado federal, a los 
Estados regionales 'Y a los MuniciPios subvencionar directa ni indirectamente ningún culto» (art. 36). 
5. jIMÉNEZ ASENSIO, R., Introducción a una historia del constitucionalismo español, Valen-
cia, 1993, pA3. 
6. Farias hace referencia a dos fuentes distintas: según Solís, historiador de las Cortes de 
Cádiz, había 90 eclesiásticos, mientras Fernández Almagro habla de un total de 97 clérigos; 
en cualquier caso, el mayor porcentaje de representación estamental. Cfr. FARIAS, P., Breve 
historia constitucional de España, Madrid, 1981, p. 30. 
7. Cfr. LABOA, j.M., Iglesia 'Y religión en las constituciones españolas, Madrid, 1981, 
pp.14-15. 
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artículo 11 de este nuevo texto implica un cambio importante en la 
expresión de la confesionalidad. Dice literalmente: «La nación espa, 
ñola se obliga a mantener el culto y los ministros de la Religión Católica 
que profesan los españoles». Como puede observarse, se pasa de una 
confesionalidad formal e intolerante a una confesionalidad socioló, 
gica, o, en palabras de Jiménez Asensio, a una «confesionalidad 
presupuestaria» 8, en la que tuvo una innegable influencia la desa, 
mortización y sus consecuencias. Aunque lejos aún de la indepen, 
dencia de la Iglesia y el Estado, es un indudable avance hacia la 
laicidad del Estado. 
En la década siguiente, el nuevo cambio de gobierno determi, 
nó un giro en la orientación de la cuestión religiosa. Los moderados 
buscaron la concordia con la Iglesia y vuelven a una confesionalidad 
formal, proclamada en el arto 11 de la Constitución de 1845: «La 
religión de la Nación española es la Católica, Apostólica, Romana. El 
Estado se obliga a mantener el culto y sus ministros». Durante la vigen, 
cia de esta Constitución se firmó el Concordato de 1851, tras el 
fallido intento del convenio del Estado español con la Santa Sede en 
1845. 
La revolución de 1868 tuvo como efecto más inmediato, en lo 
que atañe a este tema, el reconocimiento de la libertad de creencias 
y cultos, aunque se trata, ciertamente, de un reconocimiento limita, 
do. La Constitución de 1869 estableció, en el artículo 20, que «La 
Nación se obliga a mantener el culto y los ministros de la Religión 
Católica». Y el 21 señala: «El ejercicio público o privado de cualquier 
otro culto queda garantizado a todos los extranjeros residentes en España, 
sin más limitaciones que las reglas universales de la moral y el Derecho. 
Si algunos españoles profesaren otra religión de la Católica, es aplicable 
a los mismos todo lo dispuesto en el Párrafo anterior». No hace referen, 
cia a ningún tipo de confesionalidad, ni formal ni sociológica. En, 
tiende Jover 9 que se pasa de un Estado confesional a un Estado 
«tutelar», que establece la libertad religiosa, pero a la vez se obliga 
a mantener una determinada confesión. A pesar de las apariencias 
de la Constitución de 1869, posteriormente se promulgaron una 
8. ]IMÉNEZ ASENSIO, R., Introducción, cit., p. 72. 
9. Citado por ]IMÉNEZ ASENSIO, R., Introducción, cit., p.98. 
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serie de normas de fuerte cariz antieclesiástico: se introduce el ma, 
trimonio civil, se secularizan los cementerios, se expulsa a los jesui, 
ro . . 
tas, etc. . I 
La restauración monárquica llevó consigo, como no podía ser 
menos, una nueva Constitución, la de 1876 11 que fue la de vigencia 
más prolongada de toda nuestra historia constitucional. De carácter 
confesional, aunque tolerante, dispone en el artículo 11: «La Religión 
Católica, Apostólica, Romana es la del Estado. La nación se obliga a 
mantener el culto y sus ministros. Nadie será molestado en territorio 
español por sus oPiniones religiosas, ni por el ejercicio de su respectivo 
culto, salvo el respeto debido a la moral cristiana. No se permitirán, sin 
embargo, otras ceremonias ni manifestaciones públicas que las de la 
religión del Estado». Era un artículo que pretendía agradar a la Igle, 
sia, con el fin de que no apoyara la causa carlista, y a la vez 
mantener la libertad que se había alcanzado durante el anterior 
período liberal. No consiguió satisfacer ni a unos ni a otros, pero sí 
que se logró una relativa pacificación de la cuestión religiosa duran, 
te varias décadas. 
B. La Constitución republicana de 1931 
La cuestión religiosa en la Constitución de la 11 República ha 
sido ampliamente estudiada 12, y no va a ser objeto de consideración 
más que como un precedente del actual texto constitucional. No 
obstante, no puede dejar de señalarse la importancia crucial que 
10. Sobre esta Constitución puede verse con más detalle PETSCHEN, S., Iglesia-Estado. 
Un cambio poUtico. Las Constituyentes de 1869, Madrid, 1975. 
11. Sobre las diversas fases de la vigencia histórica de esta Constitución, vid. FARIAS, P., 
Breve hiStoria, cit., pp. 62 Y ss, Y ]IMÉNEZ ASENSIO, R., Introducción, cit., pp. 116 Y ss. 
12. Puede verse DE MEER, F., La cuestión religiosa en las Cortes Constituyentes de la II 
República Española, Pamplona, 1975, así como la bibliografía que reseña; muy importante es 
la obra Archivo Vidal y Barraquer: Iglesia y Estado durante la Segunda República Española 
1931-1936, Barcelona, 1971. Vid. también FERNÁNDEZ SEGADO, F., Las Constituciones His-
tóricas Españolas, Madrid, 1986, pp. 517 y ss. Asimismo, he podido consultar para la elabo-
ración de este apartado, por cortesía del profesor Navarro-Valls, dos tesis doctorales defen-
didas en la Facultad de Ciencias Políticas de la Universidad Complutense de Madrid: 
Relaciones Iglesia-Estado en la II República Española, de GARCÍA PROUS, C. (inédita), y La 
jerarqu€a eclesiástica española ante la legislación secularizada del primer bienio de la II República, 
de DE FRÍAS, C. (facsímil reproducido por la Universidad Complutense de Madrid, 1992). 
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tuvo el tema religioso en este delicado momento político 13. La posi, 
ción privilegiada de que había gozado la Iglesia Católica durante el 
siglo XIX va a sufrir un cambio radical; aunque se proclama la 
libertad religiosa y de cultos, la realidad es que la actitud hacia las 
confesiones religiosas, y muy especialmente hacia la Iglesia Católica, 
era de gran animadversión. No se trataba, como podría parecer, de 
alcanzar lo que no había sido posible a lo largo del siglo anterior, un 
Estado laico. Se impuso un laicismo a ultranza, e incluso no faltan 
quienes consideran que lo que se proclamaba era una «confesionali, 
dad agnóstica del Estado» 14. La Constitución se veía como el punto 
de arranque de un nuevo modelo de Estado, cuya orientación se 
había ido definiendo en la legislación aprobada durante el gobierno 
provisional. Desde esta perspectiva, podría decirse que las Cortes 
Constituyentes de 1931 guardaban importantes analogías con las de 
1978. Sin embargo, la distancia entre unas y otras Cortes es notable; 
la realidad social que pretendían representar, las discusiones en el 
Parlamento y las consecuencias que siguieron a ambos textos no 
pueden ser más dispares. De ahí que los propios parlamentarios de 
1978 evitaran identificarse con las diversas posturas mantenidas en 
las Cortes Republicanas 15. La simple lectura de los Diarios de Sesio, 
nes de las Cortes dan una idea de la diferencia que separa el debate 
de 1931 y el de 1978. Llama la atención, en primer lugar, la exten, 
sión de los discursos sobre la cuestión religiosa en las Cortes de 
1931, cuando, por otra parte, la elaboración de la Constitución duró 
poco más de cuatro meses; de ellos, las sesiones dedicadas específi, 
camente al tema fueron las del 8 al 14 de octubre. Pero además, la 
cuestión religiosa se planteaba con frecuencia a propósito de otras 
materias, relacionadas o no con la misma. La proporción del tiempo 
dedicado en 1978 a debatir este tema es muy inferior. Desde las 
elecciones a Cortes Generales hasta la promulgación de la Constitu' 
13. ]IMÉNEZ ASENSIO, R., Introducción, cit., p. 147. 
14. Es el caso de Pérez Serrano, entre otros. Véase a este respecto FERNÁNDEZ-MlRAN-
DA CAMPOAMOR, A., Estado laico y libertad religiosa, en «Revista de Estudios Políticos» 
(Nueva Epoca), n.o 6, 1978, p.67. 
15. A título de ejemplo, pueden verse cuatro intervenciones consecutivas en las que se 
hace referencia a este punto, de diputados de muy distintas tendencias políticas: Heribert 
Barrera, de ERC; Fraga Iribarne, de AP; Barón Crespo, PSOE; Cisne ros Laborda, UCD. Cfr. 
Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (D.S.C.D.) , n.O 106, 7-VII-78, pp. 3972, 3976, 
3981,3986. 
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clon, el 27 ,XII, 78, transcurrieron 18 largos meses y la cuestión 
religiosa no consumió ni siquiera una sesión completa de cada uno 
de los cuatro debates (Comisión y Pleno del Congreso, Comisión y 
Pleno del Senado). Además las menciones del tema fuera de su lugar 
sistemático son realmente escasas. Este dato, por sí sólo, pone de 
relieve el alcance de la cuestión religiosa en uno y otro momento 
constituyente. Asimismo, puede observarse una importante diferen, 
cia entre el tono general de los debates sobre la cuestión religiosa en 
1931 y 1978; el apasionamiento y la agresividad presidieron las 
Cortes de la República; en 1978, la moderación fue característica de 
todas y cada una de las intervenciones, y no hubo faltas de orden 
dignas de tenerse en cuenta 16. Desde otra perspectiva, los múltiples 
aspectos de la cuestión religiosa ocuparon un protagonismo diferente 
en los dos momentos que se están examinando: en 1931, se dedica, 
ron buena parte de los discursos a temas que no tenían cabida en 
1978, dada la diferencia de planteamientos genéricos 17. 
Dos artículos, principalmente, se dedican en la Constitución 
de 1931 a esta materia: el artículo 3, que establece que «El Estado 
español no tiene religión oficial», y el artículo 26, que se refiere a las 
órdenes religiosas y que, en palabras de Sánchez Agesta, es la «ex, 
presión de la ideología anticlerical» 18 de aquella época. Las conse, 
16. Contrastan de un modo notorio las palabras con que los Presidentes de las respecti-
vas Cámaras concluían los debates de los artículos sobre la cuestión religiosa. En 1931, el 
Presidente dio por terminada la sesión en estos términos: «Sres. Diputados, es preciso cuidar 
que la sesión termine dignamente. Todas las minorías están bajo el amparo del Parlamento, 
y de ningún modo se puede permitir que, en medio de las manifestaciones de entusiasmo, y 
por violentas que sean las pasiones, se produzcan agresiones entre los Sres. Diputados de una 
y otra fracción. Deben todos mantenerse serenos, y si algún Sr. Diputado, en momentos de 
violencia, quizá disculpables por el cansancio, ha recibido algún agravio, que se dirija al 
Presidente, que yo he de procurar que ese agravio se borre, y si alguien ha incurrido en un 
acto que no podamos admitir, la sanción de la Cámara sabrá imponer el debido correctivo». 
(Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes de la República Española, n.O 55, 13-X-31, p. 
1721). En 1978, el Presidente de la Comisión del Congreso concluyó así el debate del 
artículo 16: «Esta Presidencia, antes de suspender la sesión para un descanso de media hora, 
quiere dejar constancia de que se concede la licencia de felicitar a todos los Grupos 
Parlamentarios por la inmensa altura con que han resuelto un problema que enfrentó 
históricamente a los españoles. Muchas gracias». D,S.C.D., n.O 69, 18-Y-78, p. 2488 
17. Ejemplo de esto son las discusiones sobre la subsistencia o· no de las órdenes religio-
sas, la configuración de la Iglesia como corporación de Derecho público o el presupuesto de 
culto y clero. 
18. SÁNCHEZ AOESTA, L. Historia del constitucionalismo español (1808-1936), Madrid, 
1984, p. 468. 
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cuencias de la aprobación de estos artículos no se hicieron esperar; 
al día siguiente presentaron su dimisión los dos miembros católicos 
del Gobierno, el Presidente Alcalá,Zamora y el Ministro de la Go, 
bernación Miguel Maura. Poco después se produjo la retirada de los 
diputados católicos 19. Es bien conocido el final de la profunda divi, 
sión entre los españoles que surgió de estas Cortes Constituyentes. 
El conflicto religioso fué el centro de la polémica, y la solución que 
se le dio, el desencadenante inmediato de los graves acontecimien, 
tos posteriores. 
C. El régimen del General Franco 
La nueva etapa de la historia de España que se inicia con el 
fin de la contienda civil, tendrá, como uno de sus rasgos más impor' 
tantes, el nacional, catolicismo 20. La confesionalidad del Estado, pro' 
clamada sin cansancio, no va a suponer sólo una vuelta al sistema 
de la Constitución de 1876, sino que se adopta un régimen de 
confesionalidad formal y material. Las relaciones entre la Iglesia y el 
Estado, y su evolución en este período, son temas de la suficiente 
complejidad como para no intentar siquiera un esbozo en estas pági, 
nas. Por otro lado, el período franquista atravesó, como es sabido, 
distintas etapas, existiendo notables diferencias, en algunos aspectos, 
entre los primeros y los últimos años del régimen 21. Además, el 
magisterio católico sobre las relaciones Iglesia,Estado fue especifica, 
do en el Concilio Vaticano 1I, celebrado durante el mandato de 
Franco. 
Las Leyes fundamentales son más que elocuentes por sí mismas 
en cuanto a la marcada confesionalidad católica del Estado español 
durante esa época 22. Por otra parte, el 25,VIlI,1953 se firmó el 
19. Una valoración de la regulación constitucional del tema religioso puede verse en 
OUVER, J., El sistema poUtico de la Constitución española de 1931, Palma, 1991, pp. 70-72. 
20. Cfr. JIMÉNEZ ASENSIO, R., Introducción, cit., p. 162. 
21. Con más detalle, pueden verse FERRANDO BADÍA, J., El régimen de Franco, Madrid, 
1984; LOMBARDÍA, P. y FORNÉS, J., Fuentes del Derecho Eclesiástico Español, en AA.VV., 
"Derecho Eclesiástico del Estado Español», Pamplona, 1993, pp. 105-111. 
22. Decía el artículo 1.0 del Fuero de los Españoles: «El Estado español proclama como 
principio rector de sus actos el respeto a la dignidad, la integridad y la libertad de la persona 
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concordato entre España y la Santa Sede. En él se reafirma la 
confesionalidad formal y material del Estado 23. El concordato fue un 
punto de inflexión en las relaciones Iglesia~Estado. Poco después -y 
principalmente a partir del Vaticano II - se inició un distanciamien~ 
to entre la Santa Sede y el gobierno español, que no afectó, sin 
embargo, al ámbito legal. Para ello, fue necesario esperar al nuevo 
régimen democrático. 
D. La transición a la democracia 
Con esta expresión, ya lugar común, se hace referencia al 
lapso de tiempo que transcurrió entre el fallecimiento del General 
Franco y las elecciones a Cortes Generales en junio de 1977, con su 
centro de gravedad en la Ley para la Reforma Política de 4~I~1977 24. 
Este proceso de transición se llevó a cabo sin grandes disonancias, ya 
que, en definitiva, era general la convicción de que se hacía necesa~ 
ria una nueva forma de gobierno 25, a pesar de que hubiera distintas 
opciones en cuanto al modo de llevarlo a la práctica 26. 
humana, reconociendo al hombre, en cuanto portador de valores eternos y miembro de una 
comunidad nacional, titular de derechos y deberes cuyo ejercicio garantiza en orden al bien 
común». y el artículo 6.° de! mismo texto disponía: «La profesión y práctica de la religión 
Católica, que es la de! Estado español, gozará de protección oficial. Nadie será molestado por 
sus creencias religiosas ni e! ejercicio privado de su culto. No se permitirán otras ceremonias 
ni manifestaciones externas que las de la Religión Católica». (B.O.E. n.O 199, de 18-VII-1945. 
El párrafo segundo de este artículo fue modificado posteriormente, como consecuencia de la 
Declaración Dignitatis Humanae, de! Concilio Vaticano II. La nueva redacción decía así: 
«El Estado asumirá la protección de la libertad religiosa, que será garantizada por una eficaz 
tutela jurídica que a la vez salvaguarde la moral y e! orden público»). Años después, e! 
principio II de la Ley de Principios Fundamentales de! Movimiento Nacional estableció que 
«La rtación española considera como timbre de honor e! acatamiento a la ley de Dios, según 
la doctrina de la Santa Iglesia Católica, Apostólica y Romana, única verdadera y fe insepa-
rable de la conciencia nacional, que inspirará su legislación» (B.O.E. n.O 119, de 19-V-1958). 
23. En e! artículo 5 se decía: «La religión Católica, apostólica, romana sigue siendo la única 
de la nación española y gozará de los derechos y de las prerrogativas que le corresponden en 
conformidad con la Ley Divina y el Derecho Canónico». Además de esta declaración expresa, 
la confesionalidad se manifestaba también en otras disposiciones, consecuencia de las con-
cesiones que se hicieron, con carácter recíproco, la Iglesia Católica y el Estado español. 
24. Se trata de una delimitación temporal meramente orientativa. La doctrina propone 
diferentes límites para esta época, haciendo también divisiones en distintas etapas. Como no 
es nuestro propósito detenernos en cuestiones marginales, obviamos estas discusiones, adop-
tando una solución tal vez tópica, pero indudablemente clarificadora. 
25. Cfr. FARIAS, P., Breve historia, cit., pp. 79-80. 
26. Cfr. FERNANDO BADÍA, J., El régimen, cit., tercera parte. 
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Desde el punto de vista de la confesionalidad del Estado, debe 
decirse, ante todo, que ni la Ley para la Reforma Política ni ninguna 
otra derogan expresamente el Fuero de los Españoles ni la Ley de 
Principios del Movimiento Nacional 27. Sin embargo, el tenor de la 
nueva normativa era claramente contrario a las Leyes Fundamenta, 
les, por lo que no parece arriesgado hablar de una derogación tácita, 
al menos en este punto 28. 0, como dice Amorós, «puede aceptarse 
que la Ley para la Reforma Política provoca no una ruptura formal, 
sino material de la confesionalidad» 29. 
El 28, VII, 7 6 se firmó un Acuerdo entre el Estado español y la 
Santa Sede, con el que desaparecen el derecho de presentación y el 
privilegio de fuero. El tránsito hacia la no confesionalidad era ya 
. algo más que un desideratum. Ambas partes, Iglesia y Estado, estaban 
conformes en modificar la situación existente y lo demostraron en la 
práctica. Así se refleja en el citado Acuerdo del 76, y en las nego, 
ciaciones habidas entre el Estado Español y la Santa Sede, que 
permitieron aprobar los Acuerdos actualmente vigentes sólo unos 
días después de la publicación del texto constitucional en el Boletín 
Oficial del Estado. 
111. LA CUESTIÓN RELIGIOSA EN LOS DEBATES PARLAMENTA, 
RIOS DE 1978 
A. Posición de los principales partidos políticos en las Cortes de 
,1978 
Los partidos políticos con representación parlamentaria en las 
Cortes Constituyentes de 1978 fueron unánimes en considerar nece, 
27. La falta de disposición derogatoria en la Ley para la Reforma Política es, en palabras 
de LUCAS VERDÚ, una «carencia intencionada» La octava Ley Fundamental, cit., p. 61. 
28. Cfr. IBÁN, LC., El proceso de formación del actual sistema de Derecho Eclesiástico, en 
AA.VV., «Curso de Derecho Eclesiástico», Madrid, 1991. 
29. AMORÓS, J.J., La libertad religiosa en la Constitución Española de 1978. Madrid, 1984, 
p.39. 
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sario el tratamiento del tema religioso, aunque, como es obvio, sus 
posiciones no fueron coincidentes, tanto respecto de los principios 
que debían ·inspirar el enfoque mismo de la cuestión religiosa, como 
en cuanto a la sistemática y el modo en que quedarían reflejados en 
la Constitución. 
Estas diversas posturas se manifiestan ya en la documentación 
presentada por los Grupos Parlamentarios para la elaboración del 
anteproyecto de Constitución. Unión de Centro Democrático (UCD) 
elaboró un breve .esquema sobre el panorama de las relaciones Igle, 
sia,Estado en Europa, distinguiendo siete situaciones diferentes, pero 
sin decantarse por cuál debería ser la que acogiera la Constitución 30 
Tampoco se mencionan otras materias -como la cooperación del 
Estado con las confesiones religiosas- que posteriormente se inclui, 
rían en el arto 16. Los debates parlamentarios subsiguientes pusieron 
de relieve que este partido no tenía una idea del todo definida sobre 
cuál tenía que ser el resultado final, dejando un amplio margen al 
consenso de las fuerzas políticas. 
La Minoría Catalana elaboró un borrador de Constitución, 
cuyo arto 8 garantizaba el derecho a profesar y practicar libremente 
cualquier religión, pero también guarda silencio sobre la laicidad o 
no confesionalidad del Estado 31. 
El Partido Socialista Obrero Español (PSOE) es el único que 
distingue dos aspectos de la cuestión religiosa; en el arto IV de su 
anteproyecto, incluido en el título I (Principios Generales) se dice: 
«El Estado español no tiene religión oficial. Las Iglesias se someterán al 
régimen común de las asociaciones», remitiéndose al título II para la 
regulación de la libertad religiosa 32. sta se trata por, extenso en el 
arto XXVI 33. Tal planteamiento de la cuestión parece reflejar el 
deseo de que todos los asuntos que en 1931 fueron polémicos que' 
30. Archivo del Congreso de los Diputados. Expediente general de la Constitución de 1978, 
lego 813, n.O único /1. 
31. Archivo del Congreso de los Diputados. Expediente, cit., lego 813, n.O único /2. 
32. Archivo del Congreso de los Diputados. Expediente, cit., lego 813, n.O único /3. 
33. En él se hace mención del derecho a profesar la propia fe, a la enseñanza y propa-
ganda, al culto público y privado, a la igualdad y no discriminación de las confesiones. 
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daran resueltos de forma clara en el nuevo texto constitucional, 
porque, además, sí existía en este partido una idea definida sobre lo 
que había de expresar la Constitución. 
Tampoco Alianza Popular (AP) se pronuncia en su borrador 
sobre la laicidad o confesionalidad, garantizando muy sucintamente 
en el arto 4 la libertad religiosa y de culto 34. Sin embargo, en otro 
documento de este partido, que contiene los principios fundamenta, 
les que han de presidir la elaboración de la Constitución, se incluye 
una declaración expresa de no confesionalidad, en el artículo 7.0 , 
titulado «Estado y Religión» 35. La falta de precisión jurídica en el 
lenguaje utilizado, no impide advertir que la idea de la cuestión 
religiosa que inspiraba a este partido era mucho más amplia, y no se 
agotaba en el simple reconocimiento de la libertad religiosa. De 
hecho, serán los representantes de AP los que le prestarán una 
mayor atención, presentándolo como uno de los grandes retos de las 
Constituyentes de 1978. 
El Partido Comunista (PCE) dedica a este tema el arto 9 de su 
borrador, tratando en párrafos sucesivos la libertad de conciencia y 
religiosa, la prohibición de exigir declaración de las propias creencias 
y el hecho de que las creencias religiosas no serán causa modificativa 
de la personalidad 36, pero no se ocupa de las relaciones del Estado 
con las confesiones, ni de los principios que habrían de ser objeto de 
debate. 
Pero no son sólo estos Grupos Parlamentarios los partidarios 
de tratar el tema religioso. Ninguno de los miembros de la Cámara 
lo consideró superfluo, como lo demuestra el hecho de que, una vez 
publicado el anteproyecto de Constitución en el Boletín Oficial de 
las Cortes Generales, no exista una sola enmienda que postule la 
supresión del arto 16, dedicado a la cuestión religiosa: 
34. Archivo del Congreso de los Diputados. Expediente, cit. , lego 813, n.O único /4. 
35. Decía textualmente: «El Estado español no es confesional. Mantendrá relaciones cordia-
les con las confesiones religiosas, y tendrá en cuenta el hecho histórico y sociológico del catolicismo 
mayoritario de la sociedad. Garantizará la plena libertad religiosa, dentro del orden público». 
(Archivo del Congreso de los Diputados. Expediente, cit., lego 813, n.O úniCo/ 4.) 
36. Archivo del Congreso de los Diputados. Expediente, cit., lego 813, n.O único/5. 
552 CARMEN GARCIMARTÍN MONTERO 
B. Tratamiento de la cuestión religiosa en los debates 
parlamentarios 
Una de las primeras observaciones que conviene destacar en 
relación con la elaboración de la Constitución es que había una 
serie de temas de interés prioritario para los partidos políticos, 
como la organización territorial y los asuntos socio-económicos. 
Esta perspectiva, más pragmática que dogmática, determinó que la 
cuestión religiosa (como sucedió, en general, con los principios 
generales y valores fundamentales) ocupara un lugar secundario 
en las discusiones. Resulta claro que, sin desconocer la importan-
cia del tema, no tenía la trascendencia que revistió en otras épo;.. 
caso Las fuerzas políticas, en el contexto de las' Constituyentes de 
1978, no se identificaban por su actitud clerical o laicista, y ni 
siquiera puede decirse que la «derecha» y la «izquierda» fueran 
dos bloques compactos enfrentados en esta materia. En líneas 
generales, los que sustentan las posiciones más opuestas -al mar-
gen, por tanto, de algunas intervenciones individua1es- son AP 
por un lado y el PSOE y Esquerra Republicana de Cata1unya 
(ERC) por otro. El PCE mantiene en este tema una postura en 
ocasiones más próxima a AP que al PSOE, como se podrá compro-
bar a 10 largo de las discusiones .. Uno de los ejemplos más signifi-
cativos de la superación de la identificación de los partidos con 
posiciones confesionales o laicistas es la del Partido Nacionalista 
Vasco. En efecto, la Minoría Vasca había sido tradicionalmente 
uno de los bastiones más fuertes del catolicismo, 10 cual se mani-
festaba en una confesionalidad del partido que no admitía réplica. 
Por el contrario, en estas Cortes, sin variar esencialmente el sus-
trato personal, la religión queda al margen de los principios del 
mismo, aunque no sea ajena a sus propios miembros considerados 
individualmente. 
Una de las características más señaladas de las Cortes Cons-
tituyentes de 1978 fue la voluntad de consenso que presidió, 
no tanto los debates parlamentarios, como las reuniones que se 
celebraban al margen de ellos, con el fin de llegar a las sesio-
nes con posturas menos encontradas, que permitieran una mayor 
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agilidad en las discusiones 37, La solución definitiva que se propuso 
respecto de la cuestión religiosa también estuvo mediatizada por 
esta pretensión, La redacción del artículo 16, con expresiones 
negativas, indeterminadas y términos confusos, es buena prueba 
de ello 38, Sin embargo, uno de los méritos de los constituyentes, 
es que en ningún momento trataron de ocultarlo 39, Es más, los 
discursos son pródigos en referencias al singular contexto en que se 
elaboró la Constitución, tendentes, en cierta medida, a justificar 
esta actitud, frente a la radicalidad que presidió debates similares, 
encaminados también a elaborar un nuevo texto fundamental. Sin 
embargo, mantener el consenso no fue tarea fácil 40, Se sucedieron 
las intervenciones en que se abogaba por un compromiso de todos 
los partidos representados en la Cámara 41, No faltan, por otra 
parte, quienes piensan que al reconocerse la libertad de cultos y de 
religión desaparece el motivo principal de la controversia 42, 
37, Esta voluntad de consenso en temas fundamentales tenía algunas ventajas, como la 
reducción del número de enmiendas y la consecuente agilización de los debates, Pero junto 
a ese efecto positivo, había otros negativos: reducía la función del Parlamento y el grado de 
participación, dejando casi al margen a las minorías; y, sobre todo, disminuía la claridad y 
precisión que debía inspirar la redacción de los preceptos de la Constitución, consintiendo 
una deliberada ambigüedad en cuestiones que podían resultar polémicas. Cfr. FARIAS, P., 
Breve historia, cit., pp. 90-91. 
38. Una idea de esta política de pactos y transacciones puede deducirse del testimonio 
de uno de los propios ponentes, Gregorio Peces-Barba: «Cuando los socialistas expresamos 
algunas discrepancias de fondo, que incluso me llevan a abandonar la ponencia constitucio-
nal, UCD se avendrá a pactar con el PSOE, al principio de los debates de la Comisión 
Constitucional, en mayo de 1978, cambiando así una otientación que empezó a apuntarse al 
final de los trabajos de la ponencia, donde el acuerdo de UCD y AP se vislumbra en temas 
clave como ( ... ) la referencia a la Iglesia católica en el artículo que regula la libertad 
religiosa». PECES-BARBA, G., La elaboración de la Constitución de 1978, Madrid, 1988, pag.19. 
39. En el Informe de la Ponencia se dice: «El texto producido tiene un inevitable 
carácter de compromiso, que constituye su principal virtud, a juicio de los ponentes». 
Archivo del Congreso de los Diputados, Expediente. cit., lego 814, n.O único/ 8. 
40. Las divergencias sobre algunos artículos, entre ellos el 16, motivó el abandono de la 
Ponencia por parte de uno de sus miembros, Gregorio Peces-Barba (PSOE), e hizo que más 
de un Diputado temiera por el éxito de la tarea de elaborar una Constitución. (Cfr. PECES-
BARBA, G., La elaboración, cit., pp. 204-205). 
41. En este sentido, Alzaga (UCD), en turno en contra de una de las enmiendas del 
PSOE, pide a este grupo político un esfuerzo para «no convertir este tema en lo que en la 
Historia política de España se llama la cuestión religiosa». (D.S.C.D., n.O 69, 18-V-78, p. 
2482). 
42. Este tema, apunta Barón Crespo (PSOE), «dió lugar a una larga y dura polémica en 
torno, precisamente, a algo que está hoy superado afortunadamente, que es la libertad de 
cultos, la libertad del ejercicio religioso y no simplemente la interioridad privada de la con-
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afirmación que no encontró, sin embargo, un eco unánime en la 
Cámara 43. 
Con todo, cuando se inician en las Cortes Constituyentes las 
discusiones sobre el tema religioso, había algunos aspectos de la 
cuestión sobre los que se había llegado a un acuerdo tácito: así 
sucede con el reconocimiento de la libertad religiosa, que se presen, 
taba como una conquista irreversible. Esta unanimidad se pone de 
manifiesto en el hecho de que la polémica sobre el artículo 16 no se 
centra en los dos primeros párrafos, sino en el tercero, muy particu' 
larmente en la mención de la Iglesia Católica. Otros aspectos de la 
cuestión religiosa que también son pacíficos (al menos en cuanto a 
su general aceptación) son la separación Iglesia,Estado y la no con, 
fesionalidad, aunque no faltan algunas tímidas discrepancias, que 
tienden más a justificar la confesionalidad del régimen anterior que 
a defender su conveniencia en el nuevo régimen constitucional. 
Podría decirse que el conflicto principal, en 1978, se plantea a 
propósito de la forma en que ha de quedar reflejada en el texto 
constitucional la laicidad del Estado. Algunos parlamentarios entien, 
den que es precisa una fórmula taxativa, que exprese con claridad 
dicho principio, pero sin más especificaciones. Otros consideran que, 
junto al principio jurídico, es necesario un reconocimiento de la 
realidad social, es decir, que existe una confesión, la Católica, a la 
que pertenecen la gran mayoría de los ciudadanos 44. Pero los parla, 
mentarios no siempre acertaron a distinguir adecuadamente estos 
dos ámbitos, esto es, que una cosa es el principio jurídico y otra muy 
distinta el reconocimiento de un hecho social, por más que éste sea 
indiscutible. En algunas intervenciones se advierte también un inten, 
to de reducir la cuestión religiosa a un problema de conciencia de 
los ciudadanos, que debía quedar, por tanto, al margen de los traba, 
ciencia». (D.S.C.D., n.O 69, 18-V-78, p. 2478). En la misma línea, afirma otro diputado, no 
afín al anterior (H. Barrera, ERC), que «al menos, un problema que hace medio siglo había 
dividido profundamente a los españoles se ha extinguido por sí solo y ha quedado práctica-
mente superado: el problema de la libertad religiosa». (D.S.C.D., n.O 106, 7-VIl-78, p. 3972). 
43. Guerra Fontana (Grupo Socialista de Cataluña), por ejemplo, insiste en la divergen-
cia existente sobre la cuestión religiosa. Entiende que al iniciarse el período democrático 
«aparecen muchos de los problemas que teníamos planteados desde antiguo, ( ... ) también 
-y creía que no lo sería- la cuestión religiosa». (D.S.C.D., n.O 106, 7-VIl-78, p. 3987). 
44. Cfr. capítulo VI, C. 
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jos de las Cámaras 45. Estas posturas pretendían excluir de los deba~ 
tes parlamentarios tanto la laicidad como la libertad religiosa, por~ 
que entendían que se trataba de problemas exclusivamente religiosos. 
En la misma línea se manifiesta Yus.te, senador socialista, que 
restringe la cuestión religiosa a lo que llama la «cuestión religiosa 
persona!», desposeída de cualquier significación que pudiera tener 
en el ámbito constitucional 46, por lo que entiende que lo religioso 
debería mantenerse al margen de las Cámaras, aunque acceda, por 
motivos de oportunidad, a tratarlo en dicha sede. Pérez~Llorca Ro~ 
drigo (UCD) , por el contrario, incluye en la cuestión religiosa todo 
aquello que de un modo u otro afecte al hecho religioso en relación 
con el Estado 47 • . 
En las enmiendas que se presentaron en el Senado al proyecto 
de Constitución, hay dos que postulan la inclusión en este artículo 
de un nuevo párrafo relativo a una figura todavía de contornos 
imprecisos: la objeción de conciencia 48. Sin embargo, los constitu~ 
yentes no aceptaron esta ampliación de la cuestión religiosa, que 
habría difuminado sus límites de manera importante .. Es indudable 
que la objeción de conciencia lleva consigo interesantes problemas 
que los parlamentarios no podían ignorar, y que tienen conexión con 
45. Guerra Fontana (GSC) , por ejemplo, se pronunció en este sentido: «La cuestión 
religiosa, por otra parte, debe quedar circunscrita a sus reales y exactos límites: los de la 
conciencia de los ciudadanos, que es donde se plantean los interrogantes existenciales que 
la fe y las confesiones religiosas tratan de atender, problemas que atañen a nuestro origen, 
al más allá y al espíritu. Y aquí, Señorías, estamos para discutir los problemas políticos que 
la redacción de la Constitución nos plantea». (D.S.C.D., n.O 106, 7-VIl-78, p. 3987). 
46. Refiriéndose al artículo 16, dice que «éste no es un tema político, éste tendría que 
ser un tema religioso. ( ... ) Ahora bien, por otras razones -éstas sí políticas- no merece la 
pena resucitar o suscitar una seudoguerra ,de religión». Diario de Sesiones del Senado (D.S.S), 
n.o 59, 26-IX-78, p. 2968. 
47. «Hemos querido desalOjar la que tantas veces se llamó "cuestión religiosa" optando 
por un Estado no confesional, garante de la libertad de conciencia, que, sin embargo, 
reconoce la singularidad del hecho religioso y manifiesta su voluntad de entendimiento y 
cooperación con la Iglesia». (D.S.C.D., n.oU6, 21-VIl-78, p. 4608). 
48. Se trata de la enmienda número 17, presentada por Progresistas y Socialistas Inde-
pendientes, y la número 452, de Xirinacs y Damians, independiente, integrado en el Grupo 
Mixto. Este último señala que incluye el nuevo apartado «por respeto a la conciencia» 
(D.S.S., texto de las enmiendas, p. 2854), mientras que aquéllos ofrecen una justificación 
más amplia: «La enmienda persigue que la objeción de conciencia ocupe sistemáticamente 
el lugar que le corresponde. La objeción de conciencia al servicio militar es una consecuen-
cia directa de la profesión de una creencia o de una ideología. Así debe ser entendida y así 
debe ser consagrada en el texto c()nstituciona1». (D.S.S ., texto de las enmiendas, p. 2676). 
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la libertad religiosa e ideológica, pero, en todo caso, parece induda~ 
ble que requiere un tratamiento diferenciado 49. 
IV. SEPARACIÓN IGLESIA~EsTADO 
A. Consideraciones preliminares 
La existencia en Occidente de dos poderes, uno civil y otro 
espiritual, que ejercían sus potestades sobre un mismo ámbito terri~ 
torial y personal, ha ido acompañada, durante siglos, de una única 
estructura de poder, a la vez temporal y espiritual 50. Las bases teó~ 
ricas de la revolución norteamericana, de finales del siglo XVIII, y 
del liberalismo europeo, propiciaron que se empezara a cuestionar 
esta unidad de poderes, proponiendo la separación Iglesia~Estado 
como modelo a seguir por el nuevo Estado moderno 51. Desde enton~ 
ces, la independencia del poder estatal y las confesiones religiosas, y 
el reconocimiento del derecho de libertad religiosa, han sido las 
claves que han inspirado, por 10 general, la política de los países 
occidentales sobre las relaciones Iglesia~Estado. Es obvio que esta 
tendencia no fue universal ni absoluta, aunque sí predominante en 
el marco geográfico europeo 52. 
En España, las relaciones entre la Iglesia y el Estado adquirie~ 
ron características propias, como consecuencia de la particular arti~ 
culación de las fuerzas políticas y de la posición que durante siglos 
había ocupado la Iglesia Católica. Las sucesivas Constituciones que 
se elaboraron durante el siglo XIX supusieron un paulatino avance 
en relación con la libertad religiosa, pero apenas hubo evolución 
alguna en la idea imperante acerca de las relaciones Iglesia~Estado: 
49. Puede, además, considerarse que es un derecho implícito el) dichas libertades, y que 
se reconocería aunque no estuviera recogido de manera expresa en la Constitución. 
50. Vid. LOMBARDíA, P., y FORNÉS, J., El Derecho Eclesiástico, en AA.W., «Derecho 
Eclesiástico del Estado Español», cit., pp. 41 y ss; DE LA HERA, A., y SOLER, c., Historia de 
las doctrinas sobre las relaciones entre za Iglesia y el Estado, en AA.VV., «Tratado de Derecho 
Eclesiástico», Pamplona, 1994. 
51. Vid. LOMBARDI, O., Dall'editto di Milano alla «Dignitatis Humanae», en «Estudios de 
Derecho Romano en honor de Alvaro D'Ors», Pamplona, 1987, pp. 735 y ss. 
52. Vid., entre otros, AMORÓS, J.J., La libertad religiosa, cit., pp. 42 y ss. 
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no se concebía un poder político separado de la Iglesia 53. En las 
Cortes de la II República, la autonomía de ambos poderes se plan, 
teaba como algo incuestionable, pero esta congruente separación se 
quiso utilizar como medio para implantar una política estatal que 
ignorase el fenómeno religioso, adquiriendo así la idea de separación 
un tinte laicista que perduró durante años 54. 
Ante estos precedentes, en 1978, era necesario llegar a una 
adecuada configuración de las relaciones Iglesia,Estado que no caye, 
ra en ninguno de los dos extremos, y, como base de la misma, se 
invocaron dos fundamentos doctrinales, principalmente. Uno, citado 
por Barón Crespo (PSOE) en la Comisión, que recuerda el que en 
su día había formulado Cavour: «que haya una Iglesia libre y un 
Estado libre» 55. El segundo principio, reiterado frecuentemente por 
parlamentarios de muy diferente signo político, y en apoyo de postu, 
ras, incluso, opuestas 56, es el que se contiene en los Evangelios: «dar 
a~ César lo que es del César y a Dios lo que es de Dios» 57. No se 
repara, sin embargo, en el error inicial que subyace en el fondo: 
tratar de fundamentar un principio político -precisamente el de la 
separación Iglesia, Estado- en una doctrina, en definitiva, confesio, 
nal. 
La doctrina de la separación Iglesia,Estado, en 1978, era man, 
tenida tanto en instancias eclesiásticas como estatales; pero cada 
institución debía defenderla de acuerdo con su propia naturaleza, 
que, evidentemente, era distinta. No obstante, se pueden encontrar 
en los debates de las Cortes Constituyentes algunos intentos de 
precisar más cómo ha de entenderse la separación Iglesia,Estado y 
qué relación existe entre separación y laicidad. Atendiendo al con, 
junto de los discursos en general, y no a las referencias concretas al 
53. MOLINA, A., La cuestión religiosa y la Constitución, en «Estudios sobe la Constitución 
Española de 1978», Valencia, 1980, p. 92. 
54. DE MEER, F., La cuestión religiosa, cit., p. 207. 
55. D.S.C.D., n.' 69, 18-V-78, p. 2479. 
56. Como ejemplo, puede citarse una intervención de H. Barrera (ERC) -no sospecho-
so, por otra parte, de intentar defender posiciones confesionales-, que lo pone así de 
manifiesto. «En resumen, señores Comisionados, la enmienda que someto a su consideración 
tiene por único objeto intentar que se cumpla, en fin, plenamente el precepto evangélico: 
<lA Dios lo que es de Dios y al Césarlo que es del César"» (D.S.C.D., n.' 69, 18-V-78, p. 2475). 
57. Mt. 22,21; Me. 12, 17; Le. 20,25. 
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tema, puede deducirse que la separación de la Iglesia y el Estado es 
una de las consecuencias del principio de laicidad, que ha de ir 
acompañada de otros caracteres que lo distingan del laicismo o de la 
neutralidad, o, incluso, de la hostilidad del Estado hacia la Iglesia. 
La separación Iglesia~Estado supone independencia y autonomía de 
la estructura de poder de uno y otro; y esto no sólo desde un punto 
de vista estático, -que los órganos de gobierno del Estado no coin~ 
cidan con los de la Iglesia -, sino también desde una perspectiva 
dinámica, lo cual implica, fundamentalmente, la no ingerencia del 
Estado en los asuntos internos de la Iglesia y viceversa 58. 
B. Soberanía y separación 
Una de las consecuencias que se derivan del hecho de que la 
Constitución no contenga una formulación precisa del principio de 
laicidad es que se hace necesario rastrear en el propio texto consti~ 
tucional cada uno de los elementos que lo configuran y el fundamen~ 
to en que se apoyan. Se impone, pues, analizar uno de los compo~ 
nentes más importantes que conforman el principio de laicidad, la 
separación Iglesia~ Estado, ya que, según Spinelli, «e un dato certo 
che il concetto di laicita si imposta sulla competenza delle due 
autorita, Stato e Chiesa, ciascuna nel proprio ambito, al fine di 
garantire l'autonomia dell'una e dell'altra nella propria sfera di azio~ 
ne» 59. 
Puede afirmarse inicialmente que, desde una óptica política, la 
autoridad del Estado debe tener su origen en una fuente no religio~ 
sa 60. De acuerdo con este planteamiento, la separación de la Iglesia 
58. «11 principio di laicita non dovrebbe portare a disconocere alla Chiesa la piena 
liberta di interpretare l'ordine morale e di enuclearlo in relazione all'evolversi storico dell'or-
dine temporale: il concetto di indipendenza comporta soltanto che la Chiesa non possa 
affermarsi con l'appoggio dello Stato, né diffondere il messaggio evangelico avvalendosi della 
forza e dell'autorita dello Stato, né di pretendere di ottenere una situazione privilegiata in 
rapporto alle altre tendenze intellettuali e spirituali della societa civile». (SPINELLI, L., 
lntroduzione alla tematica del Convegno, en «Ripensare la laicita», a cura di G. DALLA TORRE, 
Torino, 1993, p. 4). 
59. SPINELLI, L., lntroduzione, cit. p.Z. 
60. Con gran énfasis defendía esta idea Carrillo (PCE) en el debate general del antepro-
yecto en la Comisión del Congreso: «"iNi la 'gracia de Dios', ni la 'Providencia', ni ningún 
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y el Estado, y, en términos más amplios, la laicidad, se derivarían de 
la soberanía popular, que proclama el artículo 1-2 de la Constitución 
española 61. Se trata, ciertamente, de un asunto complejo, entre 
otros motivos porque es difícil utilizar categorías abstractas prescin-
diendo de ciertos principicios comunes en la teoría política 62. Ahora 
bien, hay que preguntarse si de la soberanía nacional 63 se deriva 
necesariamente la laicidad del Estado. En definitiva, la cuestión que 
cabe plantearse se refiere a si la laicidad -y, por tanto, la separa-
ción de la Iglesia y el Estado- o la confesionalidad son una decisión 
que adoptan los órganos de representación popular, sin partir de 
ninguna exigencia preconstitucional -es decir, de un carácter in-
trínsecamente laico o confesional del Estado 64_, o si, por el contra-
rio, el Estado es naturalmente laico, pero el pueblo, en uso de su 
soberanía, puede decidir que sea confesional 65. Fraga Iribarne aportó 
una visión personal de este problema, afirmando que hay que partir 
de que la Constitución reconoce la libertad religiosa, y «esto nos 
permite ir a la separación de la Iglesia y el Estado. Nos permite ir a 
la separación de la Iglesia y del Estado. No nos obliga a ello 66. 
'mandato del destino'; la voluntad del pueblo es la única fuente legítima de todo poder y 
ante ella deben responder en definitiva todos los poderes del Estado!"». (D.S.C.D., n.O 59, 
5-V-78, p. 2036.) 
61. Barón Crespo (PSOE), con otra expresión que venía a significar lo mismo, puso de 
manifiesto la postura de su partido a este respecto: «La Constitución debe ser algo hecho por 
los ciudadanos, es decir, debe ser algo del César. Y esta Constitución hecha por el César 
debe cerrar un capítulo de la historia de España». (D.S.C.D., n.O 69, 18-V-78, p. 2479). 
62. Señala Linz a este respecto que «la separación de Iglesia y Estado es una de las ideas 
que muchos asocian con democracia, incluso cuando una serie de democracias tienen 
Iglesias "establecidas" o relaciones de cooperación entre el Estado y la Iglesia, y otras, como 
España en 1931, invocando este principio, han legislado profusamente en materia religiosa y 
han privado a organizaciones religiosas y a sus miembros de derechos reconocidos a todos los 
ciudadanos, como ser elegible para ciertos cargos, dedicarse a la enseñanza o a actividades 
comerciales, el derecho de propiedad y compensación en caso de expropiación, etc. Decir, 
por tanto, que la separación de Iglesia y Estado va con democracia es una simplificación, y 
describir este modelo de relaciones en estos términos sin más especificaciones es erróneo». 
LINZ, J.}., Religión y po/(tica en España" en la obra colectiva «Religión y Sociedad en España», 
Madrid, 1993, p. 37. 
63. Se utilizan indistintamente los términos soberanía nacional y soberanía popular, a 
pesar del especial matiz que cada uno encierra. 
64. Se utilizan los términos «Estado laico» y «Estado ateo», empleados usualmente por 
la doctrina, aunque «laico» y «ateo» no son propiamente calificativos del Estado. 
65. Desde el punto de vista doctrinal, Molano considera que el Estado español es laico 
por el sólo hecho de no haberse proclamado Estado confesional. Cfr. MOLANO, E., La 
laicidad del Estado en la Constitución Española, en ADEE, 11, 1986, pp. 239 y ss. 
66. El subrayado es mío. 
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Podríamos haber mantenido la tesis del Estado confesional con cier, 
tos límites, con tal de que fuera perfectamente compatible con la 
libertad religiosa, y sin embargo, nolo hemos mantenido. No hemos 
insistido en ello. Hemos prescindido de toda clase de privilegios y 
hemos aceptado, por primera vez en nuestra Historia, lo que era 
necesario: una separación amistosa, no hostil, no opresora, de la 
Iglesia y el Estado». Poco después vuelve a insistir: «El Estado con' 
fesional sería perfectamente defendible, y se conserva en países que 
no tienen ninguna duda de una plena libertad religiosa y de una 
plena libertad política» 67. Podría, en consecuencia, hablarse del ca, 
rácter constitutivo que tiene el texto constitucional en esta materia. 
Define un modelo de Estado, por considerar que es el que mejor se 
adapta al momento presente, sin que suponga reconocer una reali, 
dad extralegal preexistente, que viniera necesariamente impuesta, o 
que hubiera que acoger so pena de violentar los elementos naturales 
del Estado. 
Hasta ahora, las referencias que se han hecho en los debates a 
la soberanía se aplican con exclusividad al Estado. Pero conviene 
recordar, aunque sea incidentalmente, que se está tratando de las 
relaciones entre dos entes soberanos, el Estadd y la Iglesia Católica, 
esta última también con un poder que no tiene un origen estatal, y 
cuyos fines tampoco son fijados por las naciones. Sólo teniendo 
presente esta doble perspectiva se podrá llegar a una interpretación 
correcta de la separación entre la Iglesia y el Estado. No obstante, 
en algunos de los discursos parlamentarios, la independencia de la 
Iglesia respecto del Estado se concibe exclusivamente como una 
consecuencia de la soberanía popular, no de la soberanía de la 
propia confesión Católica 68. 
En definitiva, parece necesario en este punto considerar a la 
sociedad española, como indicaba Fraga, «en cuanto cuerpo, a la vez 
religioso y político» 69, y permitir a cada uno de los entes soberanos 
67. D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, pp. 3977-3978. 
68. Así, por ejemplo, se deduce de las siguientes palabras de Carrillo (PCE) en el Pleno: 
« ••• el EstadÓ, en uso de su soberanía, puede decidir en estas Cortes su independencia en 
relación con las instituciones religiosas, y la de éstas en el ámbito que les es propio con 
respecto al Estado». (D.S.C.D. , n .O 103, 4-VII-78, p. 3783). 
69. «A la Iglesia -dirá poco después- no le está permitido erigirse en Estado o querer 
actuar como órgano de poder en él o sobre él. Entonces se convierte a sí misma en el Estado, 
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ejercer sus funciones, sin interferencia con el otro, desde el lugar 
que le corresponde. 
C. Competencia de los poderes públicos en materia religiosa 
La expresión que definitivamente se recogió en el primer inci, 
so del artículo 16,3 de la Constitución fue: «ninguna confesión 
tendrá carácter estatal» 70. Esto implica que el factor religioso tiene 
algunas peculiaridades que no se dan en otros ámbitos. A este res, 
pecto, señala García,Hervás: «El servicio que las confesiones prestan 
a la persona, lo realizan en un campo en el que, ni siquiera con 
carácter subsidiario, pueden ser sustituidas por el Estado, ni por un 
órgano, entidad omisión de naturaleza estatal. En efecto, es eviden, 
te que, en virtud del principio de no confesionalidad, tampoco el 
moderno Estado social puede satisfacer directamente las necesidades 
religiosas de sus ciudadanos, por lo que todavía está más obligado a 
crear las condiciones necesarias para que esas actividades queden 
cubiertas» 71. En materia religiosa, pues, no es aplicable el principio 
de subsidiariedadj no se da la dicotomía público, privado que se 
aplica a otros sectores de la vida política y social. El Estado aparece 
en su acepción de Estado policía, pero nunca como prestador de 
servicios 72. 
en el Estado absoluto que ella precisamente debe excluir. Mediante semejante fusión con el 
Estado destruiría la esencia del Estado y su propia esencia». Cfr. D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, 
p.3976. 
70. El borrador inicial del anteproyecto de Constitución contenía dos artículos, el 3 y el 
16, que trataban respectivamente de la no confesionalidad del Estado y de la libertad 
religiosa. Sin embargo, el contenido del arto 3 fue trasladado, ya en el anteproyecto, al último 
pátrafo del arto 16; éste varió su numeración a lo largo de los debates, pasando a ser el arto 
15 tras el informe de la Ponencia, y volviendo a su número originario en el dictamen de la 
Comisión del Senado. 
71. GARCfA-HERVÁS, D., El actual sistema de financiación directa de la Iglesia Católica en 
España, en "Il Diritto Ecclesiastico», julio-diciembre 1994, p. 839. 
72. · "Se e Yero, da un lato, che lo Stato dovrebbe "garantire ai cittadini e alle confessioni 
tutta la possibile liberta occorrente affinché possano perseguire la loro missione spirituale e 
realizzare le loro esigenze religiose"; e altrettanto Yero, dall'altro, che "proprio quel riconos-
cimento di autonomia e di esclusivita della funzione svolta comporterebbe che il soddisfaci-
mento delle esigenze spirituali dei cittadini-fedeli sia garantito soltanto nei limitiin cui esso 
possa essere realizzato dall'individuo, da solo ovvero all'interno delle confessioni, senza la 
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Esta pOSlClon del poder público se aprecia de manera más 
nítida cuando se aborda, en los debates constitucionales, el derecho 
de libertad religiosa, ya que éste requiere un actividad mucho más 
definida de los poderes públicos 73, pero es igualmente predicable en 
relación con la laicidad. No se trata sólo de «no crear una religión 
de Estado ni crear una religión del Estado» 74, sino, además, de que 
ninguna iniciativa pública, sea del signo que sea, tenga carácter 
confesional. Por su propia naturaleza, sólo pueden ser confesionales 
las iniciativas promovidas de una forma u otra por una confesión, 
pero no por un ente público 75, porque estaría invadiendo un ámbito 
que no le corresponde. Igualmente debe evitarse el extremo opuesto: 
que un aparente respeto del Estado hacia las funciones de la Iglesia 
lleve a olvidar las diversas materias que han de ser objeto de aten, 
ción por parte del legislador. A este respecto, Martín Toval, en el 
debate en la Comisión, decía que lo importante es «que la Iglesia 
pueda desarrollar con libertad su tarea espiritual» 76. Esta presunta 
defensa de los intereses de la Iglesia puede encerrar una sutil inten' 
cionalidad de anular la verdadera posición de la Iglesia en la esfera 
pública, limitando su campo de actuación al ámbito privado - «es, 
piritual» - de los ciudadanos. Con otras palabras, se daría sólo un 
reconocimiento teórico de libertad de actuación si después, en la 
práctica, no se articulan los medios para que ésta sea real y efectiva. 
Por otra parte, conviene recordar que las creencias de los 
ciudadanos, y en general el fenómeno religioso, no son materia que 
afecte exclusivamente a la Iglesia. Determinados aspectos de aquél 
participazione diretta dello Stato" (aNIDA). In questa prospettiva il PrinciPio istituzionale 
dell'alteritt't tra ordine statuale e ordine confessionale rappresenterebbe uno dei profili costi-
tutivi del valore della laicita dello Stato». BolTA, R., Manuale di Diritto Ecclesiastico, Torino, 
1994, p. 11. 
73. Así lo entienden, entre otros, Fraga Iribarne y O. Alzaga. (D.S.C.D. n.O 69, 18-V-78, 
pp. 2471 y 2472) . 
74. SPINELLI, L., Imroduzione, cit., p.2. 
75 . Hay que tener en cuenta que cuando se hace mención de los poderes públicos no se 
está pensando sólo en el Estado. En este sentido presentó una enmienda en el Senado 
Camilo J. Cela, de la Agrupación Independiente, proponiendo el cambio de la frase «ninguna 
confesión tendrá carácter estatal>. por <<ninguna confesión tendrá carácter oficial>. , y lo 
justifica así: «Oficial -y no estatal- para aludir no sólo al Estado, sino también a las 
comunidades autónomas». (Enmienda n.o 143). Y, -sin entrar en polémicas relativas a la 
naturaleza jurídica de unos y otros entes- podría incluirse a las entidades locales. 
76. D.S.C.D., n.o 69, 18-V-78,'p. 2483. 
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interesan de un modo inmediato al Estado, como puede ser asegurar 
las condiciones necesarias para que la libertad religiosa, tanto de los 
individuos como de las confesiones, sea real y efectiva (artículo 9~2 
de la Constitución). Esto no significa que el Estado apruebe o com~ 
parta tales creencias, porque no es competente para pronunciar un 
juicio favorable o desfavorable acerca de una u otra confesión. Si 
protege los derechos de la Iglesia y de las demás confesiones, no es 
porque considere que su doctrina es verdadera, sino porque es su 
deber facilitar el ejercicio de la libertad religiosa de los ciudadanos, 
individual o colectivamente, sin que ello afecte a la separación de la 
Iglesia y el Estado, y, en un sentido más amplio, a la laicidad, ya que 
el Estado, al realizar esta tarea, no concurre -o no debe hacerlo-
con el acto de fe de los ciudadanos individualmente considerados 77. 
Como decía Herrero Rodríguez de Miñón, al concluir la sesión del 
18~V, la secularidad -lo mismo podría predicarse de la laicidad-
«consiste fundamentalmente en reconocer la racionalidad del Esta~ 
do, la autonomía de las realidades terrenas, y en ningún caso mez~ 
clarlas con lo que puede referirse exclusivamente a la decisión indi~ 
vidual» 78. Esta correcta perspectiva no fue la dominante en los 
debates 79. Sin embargo, es notorio que la Iglesia es algo más que una 
comunidad espiritual de creyentes, por lo que, como ya se ha seña~ 
lado, hay temas que interesan conjuntamente a la Iglesia y al Estado, 
o en los que confluyen ambas soberanías 80. En estos casos, se hace 
77. «La laicidad del Estado es una calificación de su actuación como sólo Estado ante lo 
religioso, y por eso mismo equivale a actuación de reconocimiento, de garantía y promoción 
jurídicas del factor religioso. Esta laicidad tiene un límite radical en el principio de libertad 
religiosa como principio primario del Estado. Pero, dada la naturaleza de libertad máxima de 
este principio, ese límite se concretará en que el Estado, al practicar un reconocimiento, 
garantía y promoción del factor religioso, no coaccione, no sustituya ni concurra con la fe y 
la práctica de la religión de los sujetos natos de la religión: la persona individual y las 
confesiones. Mientras esto no ocurra, por mucha actividad de reconocimiento, tutela y 
promoción del factor religioso que el Estado desarrolle, se comporta sólo como Estado, y por 
tanto, laicamente». VILADRICH, P.]., PrinciPios infonnadores del Derecho Eclesiástico español, 
en AA.W., «Derecho Eclesiástico del Estado Españob, 2.' ed., Pamplona, 1983, p. 198. (Se 
cita esta edición y no la de 1993, porque esta última ha sido modificada y no contiene el 
texto a que hacemos referencia). 
78. D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 4002. 
79. Así, por ejemplo, Villar Arregui, senador integrado en el Grupo Progresistas y Socia'-
listas Independientes, en una de sus intervenciones afirmaba que la Iglesia «se mueve, como 
comunidad de creyentes, en otro plano que nada tiene que ver con la Constitución». (D.S.S., 
n.O 43, 24-VIII-78, p. 1815). 
80. Uno de estos temas lo incoaba Fraga (AP) en el debate del articulado en la Comi-
sión: la conservación de los bienes que, siendo propiedad de la Iglesia, forman parte a la vez 
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necesaria una regulación conjunta entre los poderes públicos y la 
Iglesia persona jurídica, lo cual implica negociaciones, y, eventual, 
mente, acuerdos, que deberían realizarse con el más estricto respeto 
a la legalidad establecida, y, por tanto, dentro del marco constitu, 
cional. 
En las Cortes Constituyentes sólo se plantearon algunas cues, 
tiones directamente relacionadas con la separación Iglesia,Estado, 
que, por diversos motivos, merecieron la atención de los parlamen, 
tarios; pero fácilmente se intuye que estaba en la base de otros 
muchos problemas, que en su día originaron también enconados 
debates en las Cortes. 
v. CONSTANCIA CONSTITUCIONAL DE LA NO CONFESIONALIDAD 
A. La presunta confesionalidad del Estado en la Constitución 
A pesar de la ambigüedad que caracterizó la discusión y redac, 
ción de algunos preceptos del texto constitucional, los miembros de 
las Cortes pretendían que quedaran configurados en él los principios 
definidores del Estado, así como la posición de éste en relación con 
las principales instituciones. Sólo por esta razón ya vendría exigida 
la toma de postura del Estado ante el hecho religioso. Pero además, 
no puede olvidarse que la transición a la democracia se hacía desde 
un régimen político que durante casi 40 años había gobernado bajo 
principios confesionales, por lo que se hacía precisa una declaración 
explícita que constatara que no había en este punto solución de 
continuidad, pese a que, desde la más estricta coherencia jurídica, 
era suficiente la pérdida de vigencia de las Leyes Fundamentales 
para entender derogado el principio de confesionalidad que inspira' 
ba el Derecho en el régimen anterior. 
del patrimonio nacional. En ellos habría que distinguir, si fuera posible, la titularidad 
dominical propiamente dicha y la propiedad inmaterial que tendría el Estado sobre el valor 
artístico y cultural, en cuyo caso debería éste hacerse cargo, en todo o en parte, de su 
conservación por obligación propia -en cuanto titular- y no como ayuda a la Iglesia. 
(D.S.C.D., n.O 69, 18-V-78, p. 2476) . 
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Entre las múltiples posibilidades que se ofrecían a los constitu' 
ventes en 1978 a la hora de determinar la confesionalidad o no 
confesionalidad del Estado, se optó por una solución que quizá no 
fue la más perfecta, sino tan sólo la menos inadecuada. Pero lo 
cierto es que no se establece la no confesionalidad con la claridad y 
rotundidad que muchos deseaban 81. Esta incertidumbre dio lugar a 
interpretaciones muy variadas en los debates parlamentarios sobre el 
sentido real del artículo 16,3: desde aquellos que ven en él una 
declaración de confesionalidad del Estado, hasta quienes entienden 
que quiere expresar el nuevo status laico del mismo, pero con una 
fórmula que parezca menos agresiva que la pura y simple enuncia' 
ción del principio de no confesionalidad. 
Barón Crespo (PSOE) volverá una y otra vez en sus interven' 
ciones sobre esta cuestión, aportando argumentos que, a su juicio, 
ponen en evidencia la confesionalidad que se deduce del arto 16. 
Considera que «esta última redacción del anteproyecto constitucio, 
nal supone una afirmación de confesionalidad solapada». Más ade, 
lante precisa que «esta introducción que se hace por instancias 
externas, supongo, al texto constitucional, realmente es un paso 
atrás muy importante, y supone, en cierto modo, una confesionali, 
dad solapada» 82. 
En el Senado, Villar Arregui, portavoz del Grupo de Progresis, 
tas y Socialistas Independientes, en la defensa de su enmienda (n.o 
17), postula la supresión de la mención de la Iglesia Católica para 
evitar una confesionalidad doctrinal o sociológica 83. Análoga preten, 
81. «Lo que se declara propiamente en el artículo 16-3, no es tanto el principio de 
laicidad del Estado como el sistema de relaciones entre el Estado español y la Iglesia Católica 
y las demás confesiones religiosas. Así resulta del tenor literal del texto, que no habla 
expresamente de laicidad o de no confesionalidad del Estado, sino que se refiere al Estado y 
a los poderes públicos, de una parte, y a las confesiones religiosas en general y a la Iglesia 
Católica en particular, de otra». MOLANO, E. La laicidad, cit., p. 249. 
82. D.S.C.D., n.O 69, 18-V-78, p. 2479. En la misma línea que Barón se sitúa Guerra 
Fontana (GSC), defendiendo una enmienda de su grupo muy similar a la del Grupo Socia-
lista del Congreso. «La fórmula ofrecida encubre, de hecho, una confesionalidad disimulada, 
disfrazada, y quizá, además, de forma vergorzante». (D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3989). 
83. «Pese a que no tenga ulterior trascendencia jurídica la mención que aquí se hace de 
la Iglesia Católica, cabe siempre que esa mención se interprete como un juicio de valor de 
566 CARMEN GARCIMARTÍN MONTERO 
slon formulaba Bandrés Molet, del Grupo de Senadores Vascos, 
basada también en el deseo de evitar cualquier indicio de confesio, 
nalidad 84. Por su parte, Audet Puncernau (senador de ERC, integra' 
do en el Grupo Mixto) considera que la confesionalidad del Estado 
deriva de la cooperación con las confesiones religiosas 85. Es induda, 
ble que esta última postura pretende una interpretación muy discu, 
tibIe del, entonces, artículo 15. Si nos ceñimos estrictamente al 
significado del término «cooperar», resiIlta que cooperación y confe, 
sionalidad (o más exactamente, la cooperación y el carácter estatal 
de las confesiones religiosas) en cierto modo se excluyen, si se tiene 
en cuenta que, en todo caso, se coopera con alguien ajeno: si el 
Estado coopera con las confesiones religiosas, éstas han de tener una 
entidad autónoma e independiente del Estado, porque no se puede 
cooperar con uno mismo. En cambio, en un régimen de Iglesia de 
Estado, éste asume como propia una determinada confesión, y, en 
ese caso, ya no puede hablarse de cooperar, en sentido estricto, sino 
de algo diferente: protección, ayuda, promoción, etc. Ciertamente, 
pueden darse abusos, incluso propiciados por los términos, un tanto 
confusos, del artículo 16, pero entonces ya no estamos hablando de 
las leyes y de su correcta interpretación y aplicación, sino de un 
exceso del legislador o de los poderes públicos 86. 
los constituyentes sobre cuál sea la creencia mayoritaria de los españoles». D.S.S., n.o 43, 
24-YIII-78, p. 1815. 
84. Propone en su enmienda la supresión de la mención de la Iglesia Católica, porque 
entiende que supone «una cierta forma de confesionalidad del Estado, por lo menos una 
cierta preferencia por una de las múltiples Iglesias o comunidades religiosas que se mueven 
en el país». D.S.S., n.O 43, 24-YII-78, p. 1820. 
85. «En el texto del proyecto se afirma casi que el Estado será confesional, o si se quiere 
pluriconfesional, lo que contradice el primer párrafo del apartado 3, donde se dice que, 
ninguna confesión tendrá carácter estatal. ( ... ) Por otra parte, la palabra cooperación es muy 
ambigua, y esta ambigüedad en el texto constitucional puede dar lugar a muchos abusos, 
llevando incluso al Estado a una verdadera confesionalidad, lo cual, como hemos dicho, 
parece que quiere ser evitado por los que ha redactado este proyecto». D.S.S., n.O 43, 
24-YIII-78, p. 1819. 
86. Estos o parecidos argumentos serán expuestos, poco después, por Casals Parral 
(UCD). Señala en su discurso que «la mención expresa es precisamente la explicitación de 
la garantía de separación, al decir que se mantendrán relaciones de cooperación con la 
Iglesia Católica y con las demás al mismo nivel, y la cooperación es sólo propia de algo que 
está fuera y que se conserva en un plano de igualdad, máxime cuando históricamente en 
nuestro país han tendido a estar siempre identificados Iglesia y Estado». (D.S.S., n.O 43, 
24-YIII-78, p. 1822) 
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Las intervenciones de quienes sostenían que la Constitución 
adoptaba un sistema confesional, fueron contestadas, en algunos 
casos con cierta extensión, por representantes de UCD y AP, prin, 
cipalmente, aunque no faltaron intervenciones de otros parlamenta, 
rios en la misma línea. Por ejemplo, Carrillo, en turno de explicación 
de voto del Grupo Parlamentario Comunista, se pronuncia en los 
siguientes términos acerca de la presunta confesionalidad de la Cons, 
titución: «Si nosotros hemos votado el texto del dictamen, no es 
porque estemos dispuestos a dar ningún privilegio particular a la 
Iglesia Católica, ni porque creamos que es una forma vergonzante o 
solapada de afirmar la confesionalidad del Estado. Entre paréntesis, 
ése me parece un argumento peligroso, que puede volverse contra 
los demócratas y contra la izquierda el día 'de mañana. No hay 
ninguna confesionalidad solapada» 87. En el mismo sentido, Alzaga 
propuso unas rotundas aclaraciones sobre la postura de su Grupo 
Parlamentario: «El Grupo Parlamentario de UCD no vamos a soste, 
ner actitudes confesionales, ni solapadamente confesionales, y recha, 
zo en términos absolutos y categóricos lo que se intenta insinuar al 
respecto» 88. En términos similares se manifiesta otro representante 
de UCD, Cisneros Laborda, el cual aporta datos acerca del conflic, 
tivo acuerdo de la Ponencia, además de su personal interpretación 
del arto 16,3. Defiende que este apartado contiene una «afirmación 
rotunda, terminante de la laicidad del Estado; principio que no 
encontró objeción ni en Ponencia ni en Comisión, porque todas las 
fuerzas políticas concurrentes en la Cámara, sin excepción, estaban 
de acuerdo, sin reservas, en ella; estábamos de acuerdo en la nece, 
sidad de subrayar la ajeneidad de la comunidad política a cualquier 
planteamiento confesional; ( ... ) también estábamos de acuerdo en la 
necesidad de buscar la expresión menos agresiva, menos hiriente, 
87. D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3994. 
88. D.S.C.D., n.O 69, 18-V-78, p. 2481. En otro momento del debate -en el Pleno del 
Congreso-, en una intervención en contra de una enmienda de Guerra Fontana (GSC) , 
repetirá la misma idea expresándola con otras palabras: VCD «ha pedido desde el primer 
momento que en la Constitución quede constancia expresa y taxativa de que el Estado no 
será confesional. ( ... ) Hemos solicitado, evitando cualquier interpretación ambigüa, evitando 
que se pueda hablar de confesionalidades solapadas, una declaración explícita y rotunda 
como la que se ha recogido». (D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3992). 
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más lejana del traspié constitucional del 31 para expresar este con' 
cepto» 89. 
T al vez el deseo, en este caso, fue más allá de la realidad; 
porque si una cosa estaba clara es que el artículo 16 no era un 
modelo de precisión. Sin embargo, UCD no presentó ninguna en, 
mienda tendente a despejar su verdadero sentido, o a dotar a su 
redacción de una mayor "rotundidad", como la que pretendían Os' 
car Alzaga y Cisneros, lo que lleva ~ pensar que se dejó para el 
momento de la discusión parlamentaria la determinación de lo que 
más exactamente se quería decir en este artículo. 
B. Conveniencia de la declaración expresa de no confesionalidad 
La redacción definitiva del arto 16,3 de la Constitución, con la 
carga de confesionalidad o laicidad -según las distintas posturas-
que llevaba consigo, dependía, en buena medida de los debates 
parlamentarios. Las fuerzas políticas, conscientes de ello, esgrimieron 
todo tipo de argumentos, bien para justificar su mantenimiento bien 
para postular su eliminación. 
De las enmiendas que se presentaron al anteproyecto de Cons, 
titución, hay dos que hacen desaparecer del texto del artículo 16 la 
referencia a la no confesionalidad del Estado. Una de ellas, presen, 
tada por Licinio de la Fuente (AP) , propone que se elimine la 
expresión «Ninguna confesión tendrá carácter estatal», argumentan, 
do que «si no se dice, no lo tiene». Sin perjuicio de otras razones que 
adujeron diputados y senadores, podría pensarse que los ponentes 
consideraban esta materia propia de la legislación ordinaria, no cons, 
titucional.En todo caso, habría sido un silencio intencionado que no 
pasaría desapercibido 90, y podría dar lugar a interpretaciones diver, 
sas, en función de la mayoría parlamentaria de cada momento. Esto 
89. D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3985. 
90. A ello se refirió en el Pleno del Congreso Cisne ros Laborda: «La posibilidad de 
consagrar la no confesionalidad del Estado por la vía del silencio constitucional en la 
materia, que la tuvimos en cuenta en la Ponencia y que hubiera sido una posibilidad, venía 
-reconozcámoslo de plano- entorpecida por el antecedente inmediato de la proclamación 
del catolicismo como religión del Estado». (D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3984). 
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es precisamente lo que se quería evitar, el dejar la puerta abierta a 
un nuevo régimen confesional 91, 
Oscar Alzaga (UeD), en una rotunda defensa en favor de la 
explicitación de la no confesionalidad del Estado, argumenta que, si 
bien desde un punto de vista jurídico no era estrictamente necesaria 
la constancia constitucional de no confesionalidad del Estado, sí 
resultaba conveniente por razones de oportunidad histórica y políti~ 
ca 92 , porque lo que se pretende con ella es «saldar, mediante una 
fórmula afortunada, este largo pleito histórico, sin protecciones de~ 
saforadas para la Iglesia, sin ningún tipo de confesionalidad, pero 
también de laicismos militantes que en momentos difíciles pueden 
degenerar en persecuciones aparatosas» 93, 
Una gran parte de la doctrina, e incluso de los propios parla~ 
mentarios, compartía el mismo deseo de Alzaga de cerrar una etapa 
histórica de las relaciones Iglesia~ Estado que se consideraba conclui~ 
da, aunque discreparan en lo relativo a la «fórmula afortunada» 94, 
91. Lo ponía de manifiesto Felipe González, en unas declaraciones en el periódico «El 
País», diez días después de la publicación en el Boletín Oficial de las Cortes Generales del 
anteproyecto de Constitución: «Yo estoy dispuesto a admitir que declarar la aconfesionali-
dad del Estado o su laicidad puede ser interpretado como un arcaísmo en una Constitución 
de nuestro tiempo. Pero es innegable que teniendo en cuenta el pasado histórico de nuestro 
país, esta declaración serviría para garantizar la separación efectiva de la Iglesia y el Estado, 
y al mismo tiempo para poner de manifiesto nuestra voluntad de respeto a la libertad de 
conciencia». (La referencia está tomada de LABOA, 1.M., Iglesia y Religión, cit., p. 128). 
92. «Nos encontramos -dice- con un precepto, el n.O 3 del art.15, que, tras una 
enunciación negativa, que pudo ser innecesaria porque para que un Estado no sea confesio-
nal no hace falta decirlo expresamente -ahí está, sin ir más lejos, Bélgica, que a nadie le 
cabe duda de que no es un Estado confesional-, no hace falta un enunciado de este 
género». La extraña sintaxis no es óbice para que se perciba la claridad de su razonamiento, 
que expresa mejor en los párrafos siguientes. «Nosotros no nos oponemos, porque creemos 
que debemos dotar a este país de un Estado laico, en el mejor sentido del término, acepta-
mos con mucho gusto que el tema se explicite, pese a que en buena técnica jurídica sería 
innecesario, porque hay otras muchas cosas que el Estado no es y que no decimos». (D.S.C.D., 
n.O 69, 18-V-78, p. 2481). En otra intervención ulterior, esta vez en el Pleno del Congreso, 
en contra de una enmienda de Guerra Fontana (GSC), insiste en la misma idea: la expresión 
de la confesionalidad no es «jurídicamente precisa, porque lo que el Estado no es no tiene 
por qué reconocerse en el tenor literal de la Constitución», pero entiende que es plenamente 
justificable. (D.S.C.D., n.O 106, 7-VIl-78, p. 3992). 
93. D.S.C.D., n.O 106, 7-VIl-78, p. 3992. 
94. Molano, comentando el precepto de que «Ninguna confesión tendrá carácter esta-
tal», dice que «la Constitución podría haberse ahorrado este primer inciso por innecesario, 
si lo que en él pretendía establecerse era la laicidad del Estado, pues el Estado español es 
laico por el simple hecho de no haberse proclamado expresamente Estado confesional. Pero 
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En el Senado, Martín Descalzo, también de VCD, vuelve a conside, 
rar los mismos motivos de oportunidad y conveniencia política, que 
aconsejan el mantenimiento del artículo 16,3 en los términos pro, 
puestos. «Hay que preguntarse si sería prudencia política pasar del 
cero al infinito, o mejor, pasar del infinito al cero. No podemos 
ignorar que una no pequeña mayoría de creyentes contempla hoy 
con temor esta Constitución por creer que se trata de una Constitu, 
ción atea, que no tiene en cuenta los valores tradicionales de nues, 
tra historia» 95. 
La referencia a la no confesionalidad del Estado es interpreta' 
da desde otra perspectiva política en un sentido muy distinto. H. 
Barrera, (ERC), explicaba su postura, favorable a la supresión de la 
referencia a la obligación del Estado de tener en cuenta las creencias 
de los españoles y de cooperar con las confesiones religiosas: «Esta 
supresión me parece razonable por los motivos que enseguida expon, 
dré, pero además es coherente con el criterio general que he defen, 
dido en varias ocasiones en la Comisión, de suprimir lo superfluo, 
adelgazar el texto, desconstitucionalizar todo lo que no es indispen, 
sable que figure en la Constitución» 96. H. Barrera plantea una difícil 
cuestión, relativa a qué materias deben considerarse propiamente 
constitucionales. Es evidente que, para contestar a esta pregunta, no 
pueden utilizarse criterios apriorísticosj hay que tener en cuenta las 
coordenadas espacio, temporales en que se elabora una Constitución, 
y aún así sería difícil dar cumplida respuesta a algunos interrogantes, 
porque ¿son extemporáneos el derecho al trabajo o el de libre acceso 
a la cultura? ¿Es «necesario», por poner otro ejemplo, constituciona, 
lizar la libre circulación por el territorio español? 
En las enmiendas presentadas en el Senado al proyecto de 
Constitución, hay una, la número 17, de Progresistas y Socialistas 
Independientes, que pide la supresión de la referencia a la Iglesia 
quizá por no haberse tomado conciencia de ello, o quizá porque se quería dejar claro que la 
Constitución derogaba el precedente sistema de confesionalidad, se incluyó este inciso y se 
utilizó una perífrasis que en realidad no declara la no confesionalidad del Estado, que 
hubiese sido lo coherente si lo que se pretendía era derogar el anterior sistema de confesio-
nalidad, sino más bien la no estatalidad de las confesiones, que es otra cosa diferente». 
MOLANO, E., La laicidad, cit., p. 251. 
95 . D.S.S., n.O 59, 26-IX-78, p. 2966. 
96. D.S.C.D., n.o 106, 7-VII-78, p. 3972. 
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Católica, porque «basta que el Estado reconozca y garantice los 
derechos humanos» 97. Llevando hasta sus últimas consecuencias el 
razonamiento del grupo de senadores que suscriben la enmienda, 
cabría concluir que ni siquiera sería preciso que el Estado reconocie~ 
ra expresamente los derechos humanos, desde el momento en que 
están ya contenidos en Tratados Internacionales que vinculan al 
Estado, según el artículo 96~ 1 de la Constitución, y tienen, además, 
sus propios mecanismos de protección. Por lo tanto, sería suficiente 
con que el Estado suscribiera estos Tratados para que los derechos 
que reconocen estuvieran protegidos en España, al margen de la 
mayor o menor intensidad de los medios coactivos que se prevén 
para hacerlos realmente eficaces. 
No puede olvidarse, sin embargo, que en la Constitución hay 
declaraciones tal vez redundantes, o aparentemente supérfluas, pero 
que, por razones de oportunidad, seguridad jurídica u otras similares, 
deben constar expresamente, lo cual no significa que tales principios 
o declaraciones no puedan presuponerse o deducirse, incluso, de 
otros artículos de la misma Constitución. La laicidad es un ejemplo 
claro de cuanto venimos diciendo. Ninguna exégesis medianamente 
rigurosa de la Constitución llegaría a concluir que el Estado español 
es confesional, aunque no existiera el artículo 16. Por el contrario, 
se infiere esta afirmación de muchos de sus preceptos, como, por 
ejemplo, del 1O~1, el 14, el 27~3 o el 32~2, sin que en ellos se 
contenga ninguna declaración de laicidad; pero, por contraste con la 
regulación de estas mismas materias en el régimen anterior, se dedu~ 
ce que ya no responden a los planteamientos de un Estado confe~ 
sional. 
C. La no confesionalidad del Estado y el carácter no estatal de 
las confesiones 
Desde los mismos InICIOS de los trabajos de la Ponencia, la 
búsqueda de una expresión adecuada para formular la laicidad del 
Estado estaba condicionada por la postura de UCD, el partido con 
mayor número de representantes en aquélla. Un borrador de la 
97. D.S.S., texto de las enmiendas, p. 2854. 
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sesión del 25 de agosto de 1977 recoge las exigencias de este parti~ 
do: «Se llegó a una fórmula sobre la no confesionalidad del Estado y 
la libertad religiosa, aunque los representantes de UCD subordinan 
su acuerdo al hallazgo de una fórmula en la que se eluda los térmi, 
nos confesionalidad o laicidad» 98. 
En el Congreso, López Rodó (AP) presentó una enmienda en 
la que proponía una modificación del inciso a que nos estamos 
refiriendo: «Debiera dársele una nueva redacción -decía en el tex, 
to de su enmienda- en el sentido de que 'ninguna confesión tendrá 
carácter de religión del Estado'». Y la justificaba así: «Es evidente 
que ninguna confesión religiosa tiene carácter institucional, ya que 
el Estado es una entidad política y no religiosa. Lo que hace falta 
decir es que ninguna confesión tendrá el carácter de religión del 
Estado. Es decir, que el Estado no profesa ninguna religión determi, 
nada» 99. Esta enmienda acercaba mucho más el texto del artículo a 
lo que realmente habían querido expresar los constituyentes, sin 
perjuicio de que sería más correcto, en este caso, hablar de «religión 
de Estado» y no de «religión del Estado» 100. En efecto, la laicidad 
implica, entre otras cosas, que no hay religión de Estado; y, en 
consecuencia, ninguna confesión podrá tener carácter estatal u ofi, 
cial. Por eso, hubiera sido más lógico emplear una fórmula positiva, 
-más comprensiva y referida al Estado como sujeto- que recoger 
en el texto sólo una de las consecuencias de la laicidad, fórmula en 
la que, además, el sujeto son las confesiones. 
El origen de esta expresión se encuentra en la Constitución de 
Weimar, concretamente en el artículo 137,1 101 • Sin embargo, en la 
98. Archivo del Congreso de los Diputados, Expediente Oeneral, cit., lego 813, n.O único/ 
7-2. 
99. Enmienda n.O 691. 
100. Lombardi, sin dar un valor absoluto a la distinción, diferencia las expresiones «reli-
gión de Estado» y «religión del Estado». La primera lleva implícita la asunción de un credo 
religioso por el Estado-institución, directa o indirectamente, con la 'consecuente negación de 
la laicidad del Estado. Con la segunda expresión se quiere hacer referencia al dato de que la 
mayoría del Estado-comunidad pertenece a una determinada religión, a la cual el poder 
público prestaría una particular atención, pero sin que eso suponga la renuncia a la laicidad 
como característica del Estado. Cfr. LOMBARDI, O., DaU'editto di Milano, cit., p. 760. 
101. Cfr. LLAMAZARES, D., Derecho Eclesiástico del Estado: Derecho de la libertad de 
conciencia, Madrid 1991, p. 265; OONZÁLEZ DEL VALLE, }.M., Derecho Eclesiástico Español, 
Madrid, 1991, p. 151. 
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Constitución española no tiene el mismo sentido que en la alemana, 
porque las circunstancias históricas de nuestro país son, obviamente, 
muy distintas a las de Alemania. Se llegaba, en efecto, a una misma 
situación -el Estado laico-, pero dejando atrás un pasado muy 
diferente al de los países centroeuropeos, en los que triunfó la refor, 
ma protestante. En España, por el contrario, la confesionalidad hizo 
siempre referencia a la Iglesia católica. 
Esta deficiente formulación del artículo 16,3 fue señalada por 
algunos parlamentarios. Martín Toval (PSOE), en la Comisión, fue 
el primero que lo mencionó en los debates. Precisa que este artículo 
«se inicia regulando confesiones y no Estado, y habla de que ninguna 
confesión tendrá carácter estatal, cuando quizá, lo que quiere decir, 
es que el Estado no será confesional» 102. Cisne ros (UCD) , en un 
intento de justificar la redacción que se había propuesto, afirma que 
la posibilidad de guardar silencio sobre la no confesionalidad del 
Estado «venía entorpecida por el antecedente inmediato de la pro, 
damación del catolicismo como religión del Estado, y de aquí que la 
Ponencia ideara el expediente de invertir el sujeto lógico de la 
norma constitucional, para pasar a afirmar que ninguna confesión 
tendrá carácter estatal» 103. 
No acabó de convencer este argumento, entre otras razones 
porque los términos utilizados no aportan en absoluto mayor dari, 
dad sobre la laicidad del Estado. En el Senado, Ollero Gómez (Al), 
puntualiza con notable rigor que esta expresión «viene a ser una 
desafortunada perífrasis de la que se propone para sustituirla yen, 
tendemos que no es aceptable, primero, porque de lo que se trata no 
es de entrar en el carácter que puedan atribuirse las confesiones 
religiosas, sino de la actitud del Estado respecto a ellas. El carácter 
de una confesión lo da ella misma y no el Estado, lo que importa es 
que éste no se caracterice como confesional de ninguna de ellas» 104. 
102. D.S.C.D., n.O 69, 18-V-78, p. 2482. 
103. D.S.C.D., n.O 106, 18-V-78, p. 3985. 
104. D.S.S., n.O 43, 24-VIlI-78, p. 1823. Esta última afirmación de Ollero merecería, 
quizá, ciertas precisiones. El carácter estatal de una confesión no se lo otorga ella misma, 
sino el Estado, que es el que ha de decidir cual es su posición ante las confesiones: si asume 
una como propia, o si, por el contrario, adopta una actitud neutral frente a ellas. Por eso, 
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Este artículo, por tanto, adoleció de un error que no fue final, 
mente subsanado. Se utilizó una redacción, que se mantuvo en el 
texto definitivo, para expresar una realidad distinta de lo que sus 
términos literales significaban, sacrificando, una vez más, claridad y 
rigor en detrimento de la necesaria seguridad jurídica. 
VI. CONSIDERACIÓN CONSTITUCIONAL DE LA REALIDAD SOCIAL 
A. Justificación de la mención de la Iglesia católica 
En las Cortes Constituyentes de 1978, al afrontar el tema de 
la posición del Estado ante el hecho religioso, los parlamentarios 
se encontraban ante una cuestión sumamente delicada; tenían que 
conjugar dos factores que, en principio, podrían parecer contradic, 
torios entre sí; por un lado, la conveniencia, como se ha visto, de 
consagrar la laicidad de un modo estable; por otro, la necesidad de 
que la Constitución fuera un texto acorde con la realidad social, 
que a finales de los años 70 se encontraba inmersa en un proceso 
de secularización, pero con un predominio claro e indiscutible de 
la religión Católica sobre otras confesiones. El texto del artículo 
16,3 que se propuso en el anteproyecto de Constitución, trataba 
de ser la fórmula equilibrada que era preciso encontrar, evitando 
los extremismos y plasmando, al mismo tiempo, la realidad social 
del país. 
La elaboración de este párrafo, por otra parte, coincidió con 
dos hechos cuya relevancia, intencionada o no, fue indudable. Uno, 
el pronunciamiento colectivo del Episcopado español sobre la Cons, 
titución en ciernes, rechazando cualquier trato de favor, pero recla, 
mando el reconocimiento del hecho sociológico de la existencia de 
una mayoría católica 105. En segundo lugar, y casi simultáneamente, 
aunque una confesión quisiera tener carácter estatal, e incluso aunque se denominara a sí 
misma como religión estatal, dicha declaración carecería de todo valor en el ámbito civil. 
105. El texto completo de la Declaración puede verse en Ecclesia, n .O 1864, año XXVII, 
de 3-XII-77. 
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se produjo la filtración de parte del borrador de la Constitución 106. 
El texto del artículo 16,3, tal como entonces aparecía, vino a con, 
firmar los temores de la jerarquía eclesiástica de que la Iglesia Cató, 
lica quedara al margen de la Constitución. 
El debate que se suscitó en la opinión pública, unido a una 
interpretación tergiversada de la declaración de los obispos, como 
un intento de presionar a quienes estaban elaborando la Constitu, 
ción, crearon un clima que parecía que podría evocar los enfrenta, 
mientos de 1931. Sin embargo, las nuevas circunstancias políticas y 
sociales que configuraban la realidad española en 1978, hacían im, 
pensable una vuelta atrás. Pronto los ánimos se serenaron, sin que el 
enfrentamiento rebasara los límites de lo razonable. Eso sí, se había 
preparado el terreno para los futuros debates en las Cámaras. 
Inevitablemente, surge en esta materia un interrogante que no 
pocos plantearían, antes y después de conocer el resultado de los 
trabajos de la Ponencia, que introdujo en el arto 16,3 la mención de 
la Iglesia católica: lcuál es la razón que justifica esta mención? 
¿Cuándo y por qué aparece citada por primera vez en el proyecto de 
Constitución? Para tratar de dar respuesta a estas cuestiones, desde 
el punto de vista de la mens legislatoris, es necesario acudir de nuevo 
a los escasos documentos existentes sobre los trabajos de la Ponen, 
cia. En ellos se constata que AP es el único partido que hace 
referencia explícita al «hecho histórico y sociológico del catolicismo 
mayoritario de la sociedad» 107, si bien más tarde UCD se sumaría a 
la defensa del último inciso del artículo 16,3. 
No obstante, puede deducirse del análisis de los trabajos de la 
Ponencia que no fue allí sino en las Cámaras donde se desarrolló la 
polémica sobre la mención de la Iglesia católica y su significado. En 
los debates parlamentarios, las alusiones a esta expresión fueron 
relativamente frecuentes, pero con lecturas muy distintas según los 
grupos políticos. Para UCD, la cita expresa de la Iglesia Católica es 
un dato sociológico que complementa la declaración de no confesio, 
106. Se publicaron, como primicia, los 39 primeros artículos del Anteproyecto en Cua-
dernos para el diálogo de 22 de noviembre, y pocos días después, El País publicó el texto 
íntegro del mismo. (Cfr. El País, 25-XI-77). 
107. Archivo del Congreso de los Diputados. Expediente, cit., lego 813, n.O único / 7-1. 
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nalidad contenida en el mismo apartado 108. En el discurso de los 
representantes de AP, la constitucionalización del dato sociológico 
cumple la función que en otro momento tuvo la declaración de 
confesionalidad del Estado, que ahora aparece como inoportuna, e, 
incluso, como inviable si se tienen presentes todos los preceptos de 
la Carta Magna 109 . Para el PSOE, sólo se habría producido un cam, 
bio, respecto del régimen anterior, en la formulación del principio de 
confesionalidad, y considera improcedente la mención de la Iglesia 
católica, porque sería como «si al hablar de los partidos políticos o 
de los sindicatos se constitucionalizara una determinada presencia 
preponderante de un partido concreto» 110. También el PCE y ERC 
se pronunciarán sobre el tema. Carrillo expuso su punto de vista 
sobre el artículo 16,3 diciendo: «Lo que hay, me parece, de una 
manera muy sencilla, es el reconocimiento de que en este país la 
Iglesia Católica, por su peso tradicional, no tiene en cuanto fuerza 
social ningún parangón con otras confesiones igualmente respetables, 
y nosotros, precisamente para no resucitar la cuestión religiosa, pre, 
cisamente para mantener ese tema en sus justos límites, hemos 
aceptado que se cite a la Iglesia Católica y a otras confesiones en un 
plano de igualdad. Y si alguien, mañana, aquí, tratara de utilizar esa 
cita para arrancar privilegios injustificados a la Iglesia Católica, des, 
de luego nosotros nos opondríamos terminantemente a ello» 111 . Los 
argumentos de ERC se mueven más en la línea de la conveniencia 
política que de la estricta lógica jurídica 112. Por último, Unzueta 
Uzcanga (del Grupo de Senadores Vascos) aportó sus propias razo, 
nes para justificar el reconocimiento de la realidad social: «Suprimir 
la mención de la Iglesia Católica -dice- podría tener un valor, 
digamos, de defenestración de la misma, al nivel que nos encontra, 
mos, y si esto, en un plano de política constitucional o en un plano 
ideológico, pudiera quizá haber sido lo ideal, de hecho en este mo, 
108. Cfr. enmienda n .O 779. 
109. Así, por ejemplo, dirá Fraga: «Entiendo que la renuncia al Estado confesional 
justifica plenamente el reconocimiento del hecho histórico y sociológico de la mayoría 
católica dé los españoles». (D.S.C.D., n.O 59, 5-Y-78, p. 2043). Pensamos, sin embargo, que 
la confesionalidad del Estado y la mención del hecho sociológico .no son formas alternativas 
de expresar una misma realidad, como parece indicar Fraga. 
110. D.S.C.D., n.O 69, 18-Y-78, p. 2478. 
111. D.S.C.D., n.O 106, 7-YII-78, p. 3994. 
112. Cfr. D.S.C.D., n.O 106, 7-YII-78, p. 3975. 
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mento, en un plano sociológico, puede tener unas connotaciones 
negativas muy profundas» 113. 
El debate sobre la mención de la Iglesia Católica y su signifi, 
cado no hizo más que comenzar con las Cortes Constituyentes, y 
puede considerarse que continúa abierto, tal como la doctrina ha 
puesto de relieve 114. 
B. El debate en tomo a la cooperación del Estado con las 
confesiones 
El artículo 16,3 de la Constitución contiene dos imperativos 
ineludibles para los poderes públicos; deberán, pdr una parte, tener 
en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española, y por otra, 
aunque inseparablemente unido a la afirmación anterior, mantendrán 
relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y con las demás 
confesiones. A pesar de las críticas que suscitó la imprecisión del 
texto constitucional cuando se refiere a las creencias «de la socie' 
dad», el segundo apartado causó mayor polémica que el primero, 
sobre · todo por parte de aquéllos que veían en él una vía para 
introducir de forma indirecta la confesionalidad estatal, o que propi, 
ciara un actitud demasiado comprometida del Estado en materia 
religiosa 115. 
Se llega así a un tema que es recurrente en materia de laici, 
dad, y que conviene aclarar: la diferencia esencial que existe entre 
cooperar con las confesiones religiosas, que es un deber del Estado, 
y confesionalidad estatal, que es una opción rechazada por los cons, 
tituyentes, y que no puede, en ningún caso, identificarse con la 
cooperación. Audet Puncernau (ERC), en la Comisión de Constitu, 
ción del Senado, se hacía eco de este riesgo: «Hemos de hacer 
113. D.S.S., n.O 43, 24-VIII-78, p. 1820. 
114. Un acertado estudio sobre el tema puede verse en CALVO OTERO, J., La mención 
de la Iglesia católica en la Constitución española, en la obra colectiva «El desarrollo de la 
Constitución española de 1978», Zaragoza, 1982. Vid. también BERNÁRDEZ CANTÓN, A., La 
mención de la Iglesia Católica en la Constitución española, en «Estudios en memoria del Profesor 
Pedro Lombardía», Madrid, 1989, pp. 403 y ss. 
115. Cfr. intervenciones de H. Barrera en D.S.C.D., n.O 69, 18-V-78, p. 2475; Barón 
Crespo (p. 2478); Martín Toval (p.2482); Peces-Barba (p. 2487). 
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constar la gran vaguedad del término 'cooperación', lo que puede 
producir muchos abusos y establecer incluso una verdadera confesio, 
nalidad del Estado, que, al fin y al cabo, es lo que intentamos 
evitar» 116. 
A pesar del temor manifestado por Audet, lo que no se podía, 
justamente, era precisar más en qué consistía la cooperación, ya que 
se entraría en temas propios de ley ordinaria, y, eventualmente, se 
podría dar lugar a una desigualdad, preestableciendo un sistema de 
relaciones que podría ser adecuado para una confesión, pero no para 
otra. 
Se puede afirmar, por tanto, que la cooperación ni es conse, 
cuencia de la confesionalidad, ni da lugar a ella, porque se halla en 
otro orden de valores; se sustenta en un principio distinto al de la 
confesionalidad, que es el de separación Iglesia,Estado 117. 
No deja de sorprender, por otra parte, que a pesar de los 
recelos que en determinados Grupos políticos suscitó el tema de las 
relaciones de cooperación, sólo una enmienda del Congreso se refie, 
ra explícitamente al contenido de dicha cooperación, y más propia' 
mente, al aspecto financiero, que podía haber resultado especialmen, 
te polémico 118. Cabe, pues, afirmar que la idea de cooperación que 
estaba en la mente de los constituyentes era más amplia que la 
simplemente económica. Por ello, el establecimiento de límites pre, 
cisos se defirió al legislador ordinario, o a los acuerdos entre el 
Estado y las confesiones que pudieran celebrarse al amparo de este 
artículo. 
Señaladas las dos obligaciones que impone al Estado el artícu, 
lo 16,3, se cuestionó en los debates si era reiterativo decir que el 
Estado debía cooperar con las confesiones, al quedar ya taxativamen, 
116. D.S.S., n.O 59, 26-IX-78, p. 2968. 
117. Sobre este aspecto, puede verse VlLADRICH, p,J., PrinciPios infomuuIores, cit., pp. ' 
220 y ss. 
118. La enmienda fue presentada por Gastón Sanz, del Partido Socialista Aragonés, 
integrado en el Grupo Mixto, y dice así: «Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los 
poderes públicos ayudarán a todas y cada una de las confesiones religiosas proporcionalmen-
te a la adscripción declarada a las mismas, canalizando las aportaciones que para servicios 
religiosos fueran aportadas por los ciudadanos adscritos a las mismas» . D.S.C.D., texto de la 
enmienda n.O 78. Fue rechazada por la Ponencia, sin duda por considerar que limitaba en 
exceso lo que sería el contenido de las relaciones de cooperación. 
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te establecido que ha de tener en cuenta las creencias de los espa, 
ñoles 119. En las notas y observaciones sobre el anteproyecto de Cons, 
titución hechas por el presidente de las Cortes, el único aspecto que 
se menciona del artículo 16,3 se refiere a esta cuestión. Decía así: 
«El mantendrán que aparece en el apartado 3 es un imperativo que 
se traduce en la obligación o en el deber de cooperar, cuando más bien 
se trata de una posibilidad o de una facultad. Ya es suficiente el 
imperativo tendrán en cuenta» 120. No obstante, a nuestro entender, 
se trata, de cuestiones no implícitas la una en la otra; en efecto, 
cuando se habla de cooperación del Estado con las confesiones 
religiosas, se está haciendo referencia a un tipo de relaciones institu, 
cionales, es decir, entre el Estado,persona jurídica y una confesión 
religiosa, que también ha de tener una personalidad en el mundo del 
Derecho; cuando, por el contrario, se dice que los poderes públicos 
tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española, se está 
atendiendo a una dimensión diferente: no ya a la institucional, sino 
a la personal; se impone al Estado la obligación de no ignorar que 
existe un conjunto de creencias que están más o menos difundidas 
en la sociedad: es el hecho religioso considerado en su vertiente 
social, como elemento informador de otras figuras jurídicas. Como 
indicaba Cisneros Laborda en una de sus intervenciones en el Pleno 
del Congreso, las consecuencias de esta obligación a nivel de legis, 
lación positiva, vendrán determinadas por el diferente peso social de 
las creencias 121, o mejor, de los individuos que las profesan 122. 
119. Así lo entendía H. Barrera (ERC): «Dicha obligación es redundante, porque si se 
dice en el texto constitucional que hay que tener en cuenta las creencias religiosas de la 
sociedad española, todo lo esencial queda dicho ya, dado que eso significa, evidentemente el 
deber de sacar todas las consecuencias que se derivan de la profundidad y extensión de estas 
creencias. Y en un Estado democrático esto trae consigo necesariamente, no sólo el respeto, 
sino también el diálogo y la cooperación con las confesiones en todo lo que sea posible y 
pueda favorecer el bien común». (D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3973.). 
120. Archivo del Congreso de los Diputados. Expediente, cit., leg. 814, n.O único/ 9. 
121. Cfr. D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p.3986. 
122. «The secularization of the public sphere -señala Ferrari- has delegated this task 
of the definition and proposition of the ultimate values to a series of agencies, among which 
are the Churches. These act in a regime of pluralism. State legislation may be influenced by 
these agencies according to the extent that these values are received into the social body. 
State legislation may not, however, be expropiated. In other words, it cannot be identified 
with any one of these systems of values alone». FERRARI, S., Tolerance, religion and the law 
in Contemporary Europe. Ponencia presentada en la «International Conference on Tolerance 
and Law», Certosa di Pontignano, Abril 1995. 
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C. PrinciPio de laicidad y realidad social 
Laicidad y confesionalidad son términos estrechamente ligados 
al concepto político del Estado; dependen directamente de la con, 
cepción del mismo que tengan -en este caso- los constituyentes. 
Podría decirse que son principios «atemporales», porque se predican 
del modelo de Estado que se quiere configurar, considerado de una · 
forma abstracta, independientemente de cuales sean las creencias de 
los ciudadanos en un momento concreto. Por el contrario, las creen' 
cias mayoritarias de la sociedad son un hecho; un hecho, desde 
luego, relevante, hasta el punto de que se menciona en la Constitu, 
ción, pero con una evidente significación temporal, en cuanto que se 
hace referencia a la realidad social existente en España en 1978, 
aunque con algunas reservas, como se verá. No quiere esto decir que 
el Derecho positivo tenga que construirse al margen de la realidad, 
o ignorando los elementos paradigmáticos de la estructura social, 
sino que las razones que justifican su reflejo en la Constitución se 
desenvuelven en planos diversos. Los dos aspectos, el social y el 
jurídico, son independientes, en el sentido de que uno no presupone 
o implica el otro, aunque tiendan a coincidir y sea lo deseable; pero 
resultaría perfectamente posible un Estado laico en el que la prácti, 
ca totalidad de los ciudadanos pertenecieran a una determinada 
confesión, y a la inversa, porque la declaración de laicidad o confe, 
sionalidad no conlleva la exigencia de constatar ningún hecho; y la 
toma en consideración de las creencias de la sociedad expresa una 
realidad que no exige por sí misma una previa declaración de laici, 
dad o confesionalidad. 
La necesidad de deslindar lo sociológico y lo jurídico, se apun, 
ta ocasionalmente en los debates 123. No faltan, sin embargo, diputa, 
dos que distinguen convenientemente estas dos perspectivas, como, 
por ejemplo, Carrillo (PCE), en su intervención en el debate general 
en el Pleno del Congreso: «España deja de ser un Estado confesio, 
123. Por ejemplo, Martín Toval (PSOE), después de hacer referencia a las intervencio-
nes de ciertos diputados que sostenían la necesidad de tener en cuenta la realidad española, 
se pregunta: «Pero, ¿hay que tener en cuenta la realidad social para citar explícitamente a 
la Iglesia Católica? ( ... ) Porque si es la realidad social la que lo impone, quizá sea legítimo 
hablar de solapada confesionalidad,. . (D.S.C.D. , n.O 69, 18-V-78, p. 2483). 
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nal, independientemente de que una parte importante de sus ciuda, 
danos sustenten creencias religiosas. Como Estado, España pasa a ser 
un Estado laico» 124. En parecidos términos se expresaron Tierno 
Galván (PSP) 125 y Casals Parral (UCO) 126. No obstante, no todos 
aciertan a proponer el adecuado alcance de esta distinción. Así, 
Bandrés Molet, del Grupo de Senadores Vascos, aprecia fuertes 
contradicciones entre el reconocimiento de la realidad social y el 
principio de laicidad, de nuevo a propósito de la mención expresa de 
la Iglesia Católica 127. Otros, como H. Barrera (ERe), sin referirse 
directamente a esta distinción, entiende que está de más incluir en 
el texto constitucional cualquier dato de contenido sociológico 128. 
Llegados a este punto, cabría preguntarse si al citar las creen, 
cias de la sociedad -yen particular a la Iglesia Católica- se 
atiende sólo a la realidad existente en el momento de elaborar la 
Constitución y la que podrá haber en el futuro, o si, por el contrario, 
hay también una cierta atención al pasado. Esto implicaría, funda, 
mentalmente, que se tuviesen en cuenta no sólo las creencias actua, 
les de los españoles, sino el bagaje cultural y la impronta que ha 
dejado la religión Católica, aspectos que no podrían ignorarse ni 
siquiera en el supuesto de que cambiara sustancialmente la realidad 
social del país. Aunque ningún parlamentario lo dice expresamente, 
podría entreverse un intento de compensación de lo que algunos 
124. D.S.C.D., n.O 103, 4-VII-78, p. 3783. El subrayado es mío. 
125. «El Estado español ha dejado de ser confesional, pero dudo que haya dejado de ser 
católico». D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3996. 
126. «Nada impide ni vulnera este respeto a la libertad el reconocimiento de la realidad 
sociológica del país para el que estamos haciendo la Constitución, y esta realidad exige ser 
exquisitos y concretos en la forma de constitucionalizar». D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 1822. 
127. Con cierta dureza 10 expresaba en el Pleno del Senado: «El Estado no es confesio-
nal, pero la Iglesia Católica, sociológicamente es la más importante y va a quedar citada y 
constitucionalizada de alguna manera. El Estado no es confesional, per~ aquí estamos noso-
tros para dejar claro que la Iglesia Católica tiene algo distinto de las demás confesiones 
religiosas». D.S.S., n.O 59, 26-IX-78, p. 2969. 
128. «Todo lo que la Constitución no prohíbe puede hacerse por ley o incluso a veces 
por decreto, con todas las matizaciones necesarias y con la posibilidad de rectificar según 
aconsejen las circunstancias y las evoluciones de la opinión pública. Constituye un grave 
error privilegiar ahora excesiva e innecesariamente 10 que fue opinión mayoritaria del país 
en junio de 1977, sobre todo tratándose de cuestiones no fundamentales sobre las cuales es 
posible e incluso probable que la opinión pública varíe. Y este error puede traer consigo la 
inestabilidad que acarree el planteamiento frecuente de reformas constitucionales». D.S.C.D., 
n.O 106, 7 -VII-78, p. 3973. 
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consideran excesos del régimen confesional anterior, intensificando, 
e incluso exagerando, la necesidad de una declaración de no confe, 
sionalidad, apoyándose para ello en un cambio social que constatan 
o vislumbran. En este sentido merecen destacarse las intervenciones 
de Xirinacs Damians, senador independiente. Se han citado algunas 
de ellas, pero puede hacerse una observación general: trata de evitar 
el término laicidad, aún en los casos en que aparecería como el más 
preciso o adecuado, quizá debido a que sus intervenciones no están 
hechas desde la óptica de lo político, sino de lo socio, religioso. 
Puede, pues, concluirse apuntando una precisión que faltó en 
los debates parlamentarios: «constitucionalizar» la realidad social no 
es conceder privilegios, sino dejar constancia de un hecho extralegal 
cuyas consecuencias deberán determinarse a posteriori por el legisla, 
dor ordinario. Y «constitucionalizar» el principio de laicidad significa 
señalar uno de los caracteres del Estado que la misma Constitución 
configura. La distinción de lo sociológico y lo jurídico a veces puede 
resultar difícil, pero es siempre necesaria para no ir más lejos de 
donde la Carta Magna quiso llegar. 
VII. LA IGUALDAD DE LAS CONFESIONES RELIGIOSAS EN LOS 
DEBATES PARLAMENTARIOS 
La Constitución de 1978 no contiene un concepto de confe, 
sión religiosa, ni menciona las bases y principios que hayan de presi, 
dir sus actuaciones. Las confesiones religiosas aparecen únicamente 
citadas en el artículo 16, sin que se les asigne unas características 
concretas o un cometido específico en el entramado social. Son 
entes que tienen una misión que el Estado reconoce, pero sin asu, 
mirlos ni entrar a valorar su función. No es, evidentemente, la 
finalidad de una Constitución definir las instituciones que regula. 
Sin embargo, cuando se trata de figuras jurídicas que tienen un 
particular relieve, suelen recogerse las líneas fundamentales que con, 
forman el instituto en cuestión. Un ejemplo puede verse en los 
artículos 6 y 7 de la Constitución española de 1978, relativos a los 
partidos políticos y a los sindicatos, respectivamente. Cabe afirmar, 
en consecuencia, que lo que se discutió en las Cámaras a propósito 
LA LAICIDAD EN LAS CORTES CONSTITUYENTES DE 1978 583 
de la cooperación a que se refiere el artículo 16~3, fue la relación del 
Estado con las confesiones religiosas propiamente dichas, es decir, 
las que reunieran la condición de tales según la legislación vigente 
en cada momento, dejando para el futuro la precisión de qué deba 
entenderse por confesión religiosa, así como resolver la problemática 
que podrían plantear las sectas o grupos seudoreligiosos, cuestiones 
que se eluden en los debates parlamentarios 129. 
La aceptación de múltiples opciones, en nuestro caso de carác~ 
ter religioso, no es más que el punto de partida de un auténtico 
pluralismo, el cual exige una igualdad sustancial entre ellas 130. En 
relación con esta materia, una de las discrepancias que se manifes~ 
taron, concretamente por H. Barrera, fue el empleo en el artículo 
16~3 de la expresión y las demás confesiones. Decía este diputado que 
«no es exagerado afirmar que la palabra 'demás' resulta un comple~ 
mento despectivo para estas confesiones» 131 A esta cuestión contes~ 
tó Fraga Iribarne, en turno en contra de la enmienda que había 
defendido H. Barrera; el por entonces presidente de AP replicaba 
que en dicha expresión «no hay ofensa ninguna, ni ninguna clase de 
discriminación en plantearlas como lo que son, distinguidas e impor~ 
tantes minorías a las que respetamos, respecto de un hecho inevita~ 
blemente mayoritario» 132. Cisne ros Laborda (UCD), desde otra pers~ 
pectiva, defendía también la conveniencia de que en el texto de la 
Constitución se distinguieran la mayoría católica y las demás confe~ 
siones, minoritarias, siempre y cuando se indicara con claridad que 
esta diferenciación tenía una base exclusivamente sociológica \33. En 
efecto, una cosa es aceptar la existencia de minorías y reconocerlas 
en su identidad, y otra prescindir de la realidad, que puede presen~ 
tar, como sucede en España en materia religiosa, un panorama ma~ 
yoritariamente católico 134. 
129. En este sentido, puede señalarse que también la Ley Orgánica 7/80, de 5 de julio, 
de Libertad Religiosa, carece de un concepto de confesión religiosa. 
130. Cfr. BOTIA, R., Manuale di Diritto Eclesiastico, Torino, 1994, p. 150. 
131. D.S.C.D., n.O 106, 7-VIl-78, p. 3975. 
132. D.S.C.D., n.O 106, 7-VIl-78, p. 3979. 
133. D.S.C.D., n.O 106, 7-VIl-78, p. 3986. 
134. El único grupo religioso que expresamente manifestó cierta disconformidad, fue 
mencionado expresamente por H. Barrera, que leyó varios párrafos de la carta que, como a 
otros parlamentarios, le remitió el Presidente de la Comisión Permanente de la Iglesia 
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Otra cuestión, todavía, aparece estrechamente ligada a la an, 
terior. Lazzati, a propósito del término laicidad, escribía en 1980:«11 
termine laico non esclude una dimensione religiosa e una sua speci, 
ficazione positiva, ma non fa di essa punto di rivendicazione per 
privilegi» 135. Para proponer un juicio adecuado sobre esta materia en 
relación con la Constitución española, hay que partir de dos datos 
incuestionables. El primero es que los constituyentes no hacían nin, 
gún tipo de valoración de las confesiones. Se adoptaban unas u otras 
expresiones, con mayor o menor fortuna, pero sin pronunciarse acer, 
ca de cuál fuera la religión verdadera, y sin hacer ninguna clase de 
declaraciones que pudieran equivaler a una confesionalidad doctri, 
na1 o sociológica. El segundo elemento digno de consideración es la 
diferencia real que existe entre las confesiones, no sólo en cuanto al 
número de miembros, sino también respecto de la estructura y orga, 
nización interna de cada Iglesia o confesión, diversidad que oscila 
entre aquellas que no tienen apenas normas de orden interno, y la 
Iglesia cátolica, única confesión que tiene un verdadero y propio 
ordenamiento jurídico, sin olvidar la personalidad jurídica interna, 
cional que, casi universalmente, se le reconoce. Todas las confesio, 
nes han de tener los mismos derechos, y concurrir en igualdad de 
condiciones con las demás, pero su dinámica no puede desvincularse 
de la estricta realidad. En consecuencia, distinguir donde hay una 
distinción no es en modo alguno conceder privilegios. El arto 14 de 
la Constitución, que prohíbe las discriminaciones por razón de reli, 
gión, no exige que todas las confesiones sean consideradas en régi, 
men de identidad, sino que cada una reciba un trato adecuado a sus 
características peculiares y circunstancias propias. 
Arzalluz (PNV) se pronunció sobre esta cuestión desde su 
posición de representante de un partido que durante muchos años 
había sido un partido confesional: «No somos partidarios de ningún 
trato de favor a ninguna confesión religiosa, aunque casi unánime, 
mente los miembros de mi partido pertenecemos a la religión católi, 
Evangélica en España, manifestando sus reservas sobre el texto del arto 16-3. Cfr. D.S.C.D., 
n:O 106, 7-VII-78, p. 3974. . 
135. Citado por DE SIERVO U., Problemi de/la laicitit nel Diritto pubblico, en «Ripensare la 
laicita», cit., p. 140. 
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ca» 136. También en el Senado se discutió el tema, aunque más 
brevemente; en la enmienda que presentó Bandrés Molet, del Grupo 
de Senadores · Vascos, proponía sustituir la frase final «La Iglesia 
Católica y las demás confesiones» por el texto « Todas las confesio, 
nes», justificando este cambio en el «deseo de evitar toda posible 
discriminación o privilegio por razones religiosas o de creencias» 137. 
En los debates, Audet Puncernau (ERC), entre otros, insistió sobre 
la idea de que «la mención específica de la Iglesia Católica es una 
discriminación de las otras iglesias» 138; y de una forma equívoca, 
asegura que la Iglesia Católica, «según el apartado 3 de este artículo 
15 del proyecto de Constitución parece seguir siendo la preferida del 
Estado español» 139. No es difícil encontrar razones, principalmente 
históricas, que den razón de este debate. La Iglesia Católica en 
España había gozado de indudables privilegios durante largos años. 
En 1978, parecía que quisieran llevarse las cosas al extremo opuesto, 
y ver beneficios o ventajas donde sólo había un reconocimiento de 
una realidad indubitada, cuyas consecuencias no se establecían en la 
Constitución. Fue necesario esperar a la legislación posterior para 
comprobar que no se estaba institucionalizando ningún trato de 
favor, sino dando a cada uno lo que en su justa medida le correspon' 
día. En todo caso, el principio de laicidad del Estado, entendido de 
forma no del todo adecuada, hizo que algunos parlamentarios llega, 
ran a conclusiones precipitadas sobre el alcance del mismo, extrapo, 
lando sus derivaciones lógicas y viendo en ellas una desnaturaliza, 
ción de este principio. 
VIII. UNA APROXIMACIÓN AL CONCEPTO DE LAICIDAD 
Obtener una conclusión sobre la laicidad en los debates de las 
Cortes Constituyentes de 1978 no es tarea fácil, a pesar de que fue 
uno de los temas que atrajo más la atención de los parlamentarios 
dentro de la cuestión religiosa. 
136. D.S.C.D., n.O 59, 5-V-78, p. 2066. 
137. Cfr. Enmienda n.O 293 del Senado. 
138. D.S.S., n.O 43, 24-VIII-78, p. 1819. 
139. D.S.S., n.O 43, 24-VIII-78, p. 1818. 
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En efecto, las ideas preconcebidas de que partían los represen, 
tantes de los partidos políticos, a veces motivadas más por prejuicios 
históricos que por el deseo de dar forma a una sólida teoría del 
Estado, dificultaron el acuerdo en temas que requerían el mayor 
grado posible de rigor jurídico, como eran los principios que debe, 
rían presidir las relaciones Iglesia,Estado. Las diversas interpretacio' 
nes que podían darse a las expresiones utilizadas en el texto del 
anteproyecto de Constitución hicieron que la redacción definitiva 
del artículo 16,J fuera precedida de múltiples enmiendas que oscu, 
recieron su significado final. 
Pese a que se advierten planteamientos comunes en todos los 
parlamentarios, no imperó, como hemos señalado, un concepto uní, 
voco de laicidad. Se equiparaba a neutralidad, a separación Iglesia, 
Estado, o, incluso, a secularidad; se identificaba, en otras ocasiones, 
con la libertad religiosa; y hasta se le atribuyen, en algún momento 
y de forma encubierta, las consecuencias del laicismo. Esta plurali, 
dad de sentidos no es, por otra parte, sino el reflejo de la incertidum, 
bre que existe también en la doctrina sobre el significado del térmi, 
no laicidad 140. 
A. Distinción de otros conceptos 
Para intentar delimitar al máximo el concepto de laicidad, se 
hace necesario buscar las similitudes y diferencias que guarda el 
término «laicidad» con otros afines, con los que tiene una cierta 
relación, pero que no son sinónimos, si bien teniendo en cuenta que 
no son los únicos que puedan originar confusiones, sino los más 
relevantes a efectos de precisar la noción de laicidad en la Cons, 
titución 141. 
140. Sobre este tema, dice Navarro-Valls: «La doctrina más reciente enfoca la cuestión 
con un cierto escepticismo. Así, la laicidad para unos se ha convertido en una noción 
redundante, precisamente porque la laicidad es una nota implícita en la noción misma de 
Estado; para otros es una noción ambigua, una mera entidad nominalística; en todo caso se 
destaca su sentido no unívoco, e, incluso, se la tacha de noción inútil, al faltarle aquella 
claridad y univocidad de significado que exige el rigor jurídico. No obstante esto, se observa 
un discreto renacer de la noción en los textos legislativos e incluso en la jurisprudencia». 
NAVARRO-VALLS, R., Los Estados frente a la Iglesia, en AOEE, 1993, pp. 29 y ss. 
141. Esta necesidad de depuración terminológica se advierte en los debates, aunque no 
con la insistencia y el rigor que cabría esperar. O. Alzaga (UeO), por ejemplo, dice en una 
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Por lo que se refiere a los Estados en que se hace una declara-
ción oficial de ate(smo, el problema es, en realidad, el mismo que el 
del Estado confesional, porque en ambos supuestos el Estado se 
pronuncia expresamente sobre la fe y las creencias religiosas, en este 
caso negándolas. Parece innecesario decir que no es la situación de 
España en 1978. Ni siquiera las posiciones de los parlamentarios que 
podrían calificarse de extremas propugnaban un Estado «ateo», aun 
entendido en sus modalidades menos agresivas, porque, en todo 
caso, se acepta que debe existir -que de hecho existe- un elemen-
to religioso, que no se considera pernicioso para el Estado ni para sus 
ciudadanos. 
A diferencia del supuesto anterior, un régimen laicista se ca-
racteriza por su beligerancia antirreligiosa, pero sin que el Estado se 
pronuncie expresamente sobre el hecho religioso, y sin perjuicio, por 
tanto, de que las medidas adoptadas en los dos casos, en ocasiones 
puedan coincidir 142. Aunque no todos los constituyentes entendie-
ran el laicismo en el sentido que acaba de indicarse, sí que se 
observan en los debates posturas laicistas, que en ocasiones quisie-
ron presentarse como simplemente laicas. Por otra piute, llevar el 
laicismo hasta sus últimas consecuencias, no era factible en las Cor-
tes de 1978. Los parlamentarios asumían de forma tácita el matiz 
negativo que encerraban las posturas explícitamente laicistas, y ma-
nifestaban, si era preciso, su rechazo del laicismo, presentando el 
contenido de sus enmiendas como una exigencia de los planteamien-
tos actuales de las relaciones Iglesia-Estado 143. Por eso, en todas las 
de sus intervenciones que los Estados no confesionales «se dividen en dos tipos, cuando 
menos, yeso lo encontramos en muchos manuales de Derecho político: los Estados con una 
actividad beligerante, con un laicismo beligerante, y los Estados con una actitud colabora-
dora con las diversas confesiones religiosas. Si se quiere, cabría un tercer tipo en la clasifica-
ción: los Estados con una actitud sumamente pasiva o neutra». (D.S.C.D., n.' 69, 18-V-78, 
p. 2481). 
142. FERNÁNDEZ-MlRANDA CAMPOAMOR, A., Estado laico, cit., p. 65. 
143. Un ejemplo de ello es la intervención en la Comisión del Senado de Villar Arregui, 
portavoz del Grupo Progresistas y Socialistas Independientes. Después de solicitar en su 
enmienda que se suprimiera en el artículo 16-3 la mención de la Iglesia Católica, dice que 
al pedir esta «respetuosa exclusión», «no lo hacemos desde una posición de laicismo belige-
rante, sino desde la íntima convicción de que el poder constituyente, en el trance de 
redactar la ley fundamental de la Nación, actúa en el ámbito de la autonomía de lo 
temporal, en el ámbito de la política, en el ámbito de la convivencia cívica y, sobre todo, 
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intervenciones había al menos una apariencia de respeto y defensa 
de la Iglesia Católica, y de las confesiones en general, reconociendo 
su función, e, incluso, encomiando sus fines, si bien no pocas veces 
se trató de limitar o impedir que ejercieran cualquier tipo de influen, 
cia sobre las conciencias de los ciudadanos, sobre todo en aquellos 
temas que se consideraban fundamentales, como, por ejemplo, en la 
enseñanza 144. H. Barrera (ERC) fue uno de . los que mantuvo esta 
postura; dijo en su intervención que «es muy importante que la 
Iglesia Católica, sin menoscabo de su status, acepte circunscribirse al 
dominio espiritual, que es el suyo» 145. Esta proposición podría resul, 
tar sostenible si se especificara qué es el «dominio espiritual», por, 
que no puede olvidarse que precisamente uno de los postulados del 
laicismo es tratar de reducir todo lo religioso al ámbito estricto de la 
conciencia .individual. En la práctica, no se admite que la Iglesia 
desempeñe la función que le corresponde, ya que cualquier interven, 
ción institucional de la Iglesia -principalmente respecto de las 
llamadas «materias mixtas» - se consideraría una intromisión en las 
competencias del Estado. 
En cuanto a la neutralidad, es el ámbito natural en el que ha 
de desenvolverse la laicidad, pero no es suficiente la neutralidad 
para que pueda hablarse de laicidad; constituye su aspecto negativo, 
en la medida en que veta al Estado el tomar partido o favorecer a 
una o varias confesiones religiosas. Pero además de esta vertiente 
negativa, la laicidad reclama una dimensión positiva 146. 
porque entendemos que si, como por fortuna ocurre en esta Constitución, se trata de un 
texto rigurosamente secularizado, rigurosamente autónomo en lo temporal, carece de sentido 
que se formule en él semejante mención». D.S.S., n.O 43, 24-VIII-78, p. 1815. 
144. Entiende Prieto Sanchís que hay un proceso de «espiritualización» que «caracteriza 
la evolución histórica del laicismo en España, y que, por otra parte, es paralelo a la pérdida 
de poder material de la Iglesia; si en etapas anteriores la cuestión religiosa se centró en la 
desamortización de los bienes eclesiásticos o en la limitación y control de las congregaciones, 
hoy parece manifestarse con más intensidad en aquellas instituciones que, como la familia y 
la escuela, pueden garantizar la influencia espiritual de la Iglesia». Cfr. PRIETO SANCHís, L., 
Las relaciones Iglesia-Estado, cit., p. 357. 
145. D.S.C.D., n.O 69, 18-V-78, p. 2475. 
146. Como señala Femández Segado, la neutralidad del Estado «no debe implicar que 
éste permanezca de espaldas a la realidad socio-religiosa», sino que el propio texto constitu-
cional, después de proclamar la aconfesionalidad, impone el deber de cooperación. FERNÁN-
DEZ SEGADO, F., El sistema, cit., p. 300. 
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En los debates parlamentarios, con relativa frecuencia se men, 
cionaba la neutralidad; algunas veces, porque lo que se quería real, 
mente era un Estado neutral, eximido de toda obligación de coope, 
rar con las confesiones, y otras porque se confundían los términos 
laicidad y neutralidad. Hay que recordar nuevamente que se perse, 
guía una finalidad política más que la exactitud terminológica en la 
redacción del texto, y la palabra «neutralidad» tiene unas connota, 
ciones de imparcialidad e independencia que la hacían parecer como 
la más adecuada para presentar ante la opinión pública. Entre los 
que defendían un Estado neutral está Xirinacs Damians, senador 
independiente, que expresamente propone en la Comisión del Sena, 
do un modelo de Estado neutral 147. Otros diputados, aunque no 
hablen de forma explícita de neutralidad, sostienen igualmente la 
conveniencia de un Estado neutro, en el que no vengan impuestas 
las relaciones de cooperación. Es el caso de los parlamentarios de 
ERC, H. Barrera, en el Congreso 148, y Audet Puncernau en el Sena, 
do 149. Cisneros Laborda (UCD) reconoce la «voluntad de neutrali, 
dad que anima la propuesta socialista», pero al mismo tiempo admite 
que no cabe identificarla con la laicidad, ya que, señala, «hay mani, 
festaciones de neutralidad que cobran, insertas en el contexto a que 
se refieren, la apariencia de la más cerrada beligerancia». Más ade, 
lante vuelve a utilizar el término «neutro» en un sentido que viene 
a corroborar esta significación, porque lo utiliza como sinónimo de 
otros calificativos que tienen un carácter negativo: «una referencia 
deliberadamente neutra, descolorida y generalizada a las confesiones 
religiosas ( ... ), cobraría, sin duda, a despecho de la voluntad de los 
147. Cfr. D.S.S., n.O 43, 24-VIII-78, p. 1817. En uso de la palabra en el Pleno, propone 
que el artículo 16 diga que «Los poderes públicos mantendrán una actitud de neutralidad 
con todas las confesiones existentes en el Estado». Y acto seguido lo justifica en los siguien-
tes términos: «Es una enmienda de coherencia, porque también hemos manifestado en otras 
enmiendas el deseo de neutralidad militar, el deseo de neutralidad lingüística y, más adelan-
te, el deseo de neutralidad educacional». (D.S.S., n.O 59, 26-IX-78, p. 2964) . La utilización 
de la palabra neutralidad en sus intervenciones es coherente, porque propone la supresión 
de la referencia a las relaciones de cooperación, e incluso elude el término laicidad. 
148. En una de las sesiones en que intervino se pronunciaba en los siguientes términos: 
«Lo que a mi entender sobra no es la mención de las confesiones religiosas, sino la obligación 
que se impone a los poderes públicos de mantener con ellas relaciones de cooperación». 
D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3973. 
149. Cfr. intervenciones de los días 24-VIII-78 (D.S.S., n.O 43, p. 1818) y del 26-IX-78 
(D.S.S., n.O 59, p. 2966). Cfr. también la intervención de Barón Crespo en la sesión del 
18-V-78, D.S.C.D., n.O 69, p. 2478. 
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proponentes, esa significación agraviante» 150. Martín Descalzo en, 
tiende también que la laicidad requiere una actitud positiva por 
parte del Estado; no basta, señala, «una pura y distante neutralidad», 
como tampoco es admisible en un régimen laico «la pasividad, el 
desinterés la ignorancia o la distancia», ya que «ni resolverían pro' 
blema alguno, ni responderían a los hechos, ni tutelarían, como es 
justo, los derechos de los españoles todos» 151. 
B. Laicidad y libertad religiosa 
Desde un punto de vista estrictamente teórico, la posición del 
Estado ante el hecho religioso condiciona el reconocimiento del 
derecho de libertad religiosa. En efecto, si el Estado toma postura 
ante el hecho religioso, bien reconociendo a una religión como 
verdadera, bien proclamando el ateísmo o el agnosticismo como 
postura oficial, no cabe una plena libertad religiosa. La tolerancia 
sustituye en estos casos a la libertad religiosa, ya que no sería posible 
la igualdad real y práctica entre las confesiones. Por el contrario, 
laicidad y libertad religiosa están inseparablemente unidas, aunque, 
tanto la doctrina como los parlamentarios, discrepen acerca de la 
relación que existe entre ambas. 
Es difícil encontrar un pronunciamiento de diputados o sena, 
dores sobre esta cuestión, ya que, a pesar de que hacen continuas 
referencias a la libertad religiosa, no se deduce con claridad de sus 
intervenciones si se refieren a un derecho fundamental o a un cierto 
tipo de Estado, que viene a identificarse con el Estado no confesio, 
nal 152. Por otra parte, la libertad religiosa no exige la laicidad, sino 
un Estado pluralista. En la misma imprecisión incurre en el pleno del 
150. D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3986. 
151. D.S.C.D., n.O 59, 26-IX-78, p. 2965. 
152. En este sentido, Felipe González (PSOE) es el primero que establece una relación 
entre la laicidad y determinados derechos fundamentales, aunque no menciona la libertad 
religiosa expresamente. En las declaraciones políticas de carácter general, recién inauguradas 
las Cortes, dijo: «El respeto a la libertad de conciencia de cada ciudadano, y las instituciones 
que de ella emanan imponen la laicidad del Estado». (D.S.C.D., n.O 5, 27-VII-77, p. 69). No 
es fácil deducir, en ese contexto, cuales son las instituciones a que se refiere; si se entiende 
que a las confesiones religiosas, su · reconocimiento sería, en todo caso, consecuencia de la 
libertad religiosa, no de la libertad de conciencia. 
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Congreso Guerra Fontana (GSC), quien afirma que la laicidad del 
Estado debe ir acompañada del respeto más absoluto de la libertad 
de conciencia 153. Tampoco las intervenciones de Fraga Iribarne arro~ 
jan luz sobre la relación laicidad~libertad religiosa, a pesar de la 
rotundidad de sus palabras: «Aquí se dice con toda claridad -seña~ 
la - que no hay religión de Estado, que hay plena libertad religio~ 
sa» 154. La libertad religiosa se plantea como una alternativa del 
régimen confesional, pero esta postura no parece admisible atendien~ 
do, sin ir más lejos, a los datos que nos ofrece el Derecho Compa~ 
rado 155. 
La cita exhaustiva de todas las intervenciones en las que estos 
dos conceptos aparecen relacionados o se utilizan indistintamente, 
sería excesivamente larga. No obstante, merece la pena destacar dos 
de ellas. Una es la enmienda n.O 581, presentada en el Senado por 
Azcárate Flórez, de la Agrupación Independiente. Propone un párra~ 
fo 3 del artículo 16 que diga lo siguiente: «El Estado español, a los 
fines de asegurar el efectivo cumplimiento de lo establecido en este 
artículo, mantendrá las adecuadas relaciones de cooperación con las 
diferentes confesiones religiosas» Teniendo en cuenta que el párrafo 
1.0 de este artículo regula la libertad religiosa, la cooperación (uno 
de los elementos de la laicidad) aparece como instrumental, es decir, 
como un medio de asegurar o conseguir que dicha libertad sea 
efectiva 156. La libertad religiosa sería la cuestión fundamental, y la 
laicidad un elemento necesario para que pueda darse en plenitud, 
pero subordinada ésta a aquella. Por su parte, Herrero Rodríguez de 
Miñón (UCD) en el Pleno del Congreso, propone una singular for~ 
ma de interpretar la relación entre el derecho fundamental de liber~ 
153. Cfr. D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3989. 
154. D.S.C.D., n.O 69, 18-V-78, p. 2470. 
155. En el Reino Unido, por poner el ejemplo más próximo, existe una religión de 
Estado y hay, a la vez, libertad religiosa. Parece obvio que se trata de planos diferentes: el 
de los derechos fundamentales uno y el de los caracteres o principios políticos del Estado el 
otro. 
156. No faltan tampoco pronunciamientos doctrinales recientes en este mismo sentido. 
Señala Martín de Agar que «si puo trovare una pretessa di spostare l'asse del sistema dalla 
liberta religiosa ad altri principi che sarebbero prevalen ti: l'uguaglianza, la laicita, la separa-
zione dello Stato. Si dimentica, cioe, che questi principi non possono essere fini a stessi ma 
mezzi per garantire meglio la liberta religiosa di tutti». MARTíN DE AGAR, J.T., Uberta 
religiosa, uguaglianza e laicitii, en «Ius Ecclesiae», 7, 1995, p. 203. 
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tad religiosa y el Estado laico: «creemos que la libertad religiosa es, 
histórica y lógicamente, la primera de las libertades, la libertad que 
se refiere a lo más íntimo de la propia intimidad. Pero esta intimidad 
máxima si quiere dejar de ser una abstracción ha de dejar de ser 
puramente formal y encarnarse en una realidad concreta, ha de ser 
una 'libertad'situación'» 157. Sin embargo, este diputado no aclara 
qué ha de entenderse por «libertad,situación». Se trata, sí, del mar, 
ca político necesario para que pueda existir la libertad religiosa, pero 
el. citado parlamentario no resuelve si tal «situación» se identifica 
con el principio de laicidad, o, por el contrario, admite también la 
posibilidad de un Estado confesional que reconozca la libertad de 
creencias y de cultos. Sería más acorde con la idea de laicidad que 
se viene proponiendo entender que estos dos conceptos, libertad 
religiosa y laicidad, tienen contenidos diferentes, a pesar de la indu, 
dable relación que hay entre ellos. El mismo borrador de la Consti, 
tución avala esta postura, al recoger en artículos distintos la men, 
ción de la no confesionalidad y la libertad religiosa, si bien, por 
razones no explicitadas en los debates, se recogieron conjuntamente 
en la redacción final del artículo 16. 
C. Las notas de la laicidad 
Intentar extraer de las discusiones parlamentarias un concepto 
de laicidad es, en realidad, volver sobre lo que se ha ido apuntando 
en las páginas precedentes. La laicidad supone ante todo, como 
primera exigencia, la no confesionalidad del Estado, o, como indica, 
ba Cisneros (UCD) «la ajeneidad de la comunidad política a cual, 
quier planteamiento confesional, lo opuesto al nacional'catolicis, 
mo» 158. En consecuencia, no puede hablarse de una religión de 
157. D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 4000. Más adelante, hace otra afirmación que 
tampoco termina de aclarar la conexión que puede haber entre los citados conceptos. Dice 
así: «Por eso, porque aspiramos a que la libertad religiosa máxima que la Constitución 
garantiza sea una realidad, hemos votado también su aspecto institucional». (D.S.C.D., n.O 
106, 7-VII-78, p. 4001). Según se desprende de sus palabras, parece que la laicidad sería la 
proyección en el Estado-institución del derecho fundamental de libertad religiosa; una y otra 
harían referencia a una misma realidad, considerada desde el punto de vista · personal y 
estructural respectivamente. 
158. D.S.C.D., n.O 106, 7-VII-78, p. 3984. 
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Estado, puesto que es incompatible con la incompetencia del Estado 
para pronunciarse sobre el hecho religioso. 
Otra característica, derivada de la anterior, es la separaClon 
entre la Iglesia y el Estado, y, como correlato de la misma, aparece 
la exigencia de que el Estado mantenga relaciones de cooperación 
con las confesiones, atendiendo a las características de la propia 
confesión y al arraigo en la sociedad de tales creencias. 
Las relaciones de cooperación se sitúan en el contexto más 
amplio de la actividad del Estado social de Derecho, el cual ha de 
procurar activamente el pleno desarrollo de todos los sectores inte~ 
grados en el concepto genérico del bien común. Sin embargo, señala 
Vitale, «l'intervento promozionale a favore delle esigenze religiose 
non puo essere spiegato solo con questa valutazione utilitaristica 
della religione ( ... ), bensi puo essere spiegato anche l'obiettivo di 
'facilitare l'esercizio del culto', che e 'componente essenziale della 
liberta religiosa'» 159. 
Por último, es también necesaria la neutralidad del Estado 
ante el hecho religioso, que puede considerarse en dos planos distin~ 
tos. El primero lo pone de relieve Navarro~Valls: «La laicidad exclu~ 
ye -por imperativo de la igualdad- cualquier privilegio para el 
fenómeno religioso respecto a los fenómenos sociales no caracteriza~ 
dos por el elemento de la religiosidad» 160. El segundo se refiere a la 
igualdad entre las distintas confesiones, que impone un trato no 
discriminatorio por parte del Estado respecto de ninguna de ellas. 
Teniendo en cuenta todo lo anterior, hay que precisar también 
que la laicidad no es propiamente uno de los caracteres del Estado 
persona jurídica, ni tampoco un principio del ordenamiento jurídico 
pura y simplemente. Alcanza, por supuesto, al ámbito del Derecho 
positivo, pero abarca otros aspectos de la vida social que exceden el 
reducido marco de la normativa legal 161. La laicidad sería, entonces, 
159~ VITALE, A., Corso de Diritto Ecclesiastico, Milano, 1993, p. 31. 
160. NAVARRO-VALLS, R., Los Estados, cit, p. 33. 
161. Refiriéndose a la República Francesa, señala Bauberot: «La laleité semble done une 
réalité établie et consensuelle qui marque aussi bien le systeme juridique franc;ais que la 
mentalité et la cultura franc;aises». BAUBEROT, J., La France, Republique !arque, en «Religions 
et laleité dans l'Europe des Douze», París, 1994, p. 57. 
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fundamentalmente, un principio caracterizador de la actividad públi~ 
ca en materia religiosa. 
En resumen, siendo prácticamente unánime en los constituyen~ 
tes de 1978 la idea de que la laicidad debía ser uno de los pincipios 
informadores del nuevo orden constitucional, en lo que se refiere a 
las relaciones Iglesia~Estado, de los mismos debates parlamentarios 
no puede deducirse un concepto claro y riguroso de laicidad. La 
pluralidad de planteamientos que se barajaron, dieron lugar a impor~ 
tantes imprecisiones, que quedaron finalmente reflejadas en el texto 
del artículo 16. En todo caso, el análisis de los debates parlamenta~ 
rios constituye el presupuesto ineludible a la hora de intentar extraer 
un concepto positivo del principio de laicidad en el Derecho español. 
